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La investigación tuvo por finalidad diagnosticar los factores criminológicos del delito de 
feminicidio en la región Lambayeque, que repercutan en una adecuada implementación de 
políticas públicas. Para ello, se desarrolló el marco conceptual de los factores 
criminológicos, políticas públicas, así como el análisis de la Base de Datos del Ministerio 
Público 2014-2017 respecto a los protocolos de necropsia. El diseño de investigación es 
cuantitativo, de tipo experimental; asimismo, se trabajó con una muestra conformada por 3 
jueces penales colegiados de Chiclayo, 15 fiscales penales del Ministerio Público, 50 
abogados penalistas, 01 médico legista y protocolos de necropsia de los años 2014-2017. 
Para el recojo de información se utilizaron métodos como el observacional y el de análisis 
documental, junto a técnicas de gabinete y de campo, dentro de esta última se empleó el 
cuestionado y la encuesta. 
Finalmente, se obtuvo como resultados que del 100% de la población, un 99%, 91% y 88% 
consideraron que los factores sociales, psicológicos y económicos – respectivamente -, si 
influyen en el asesinato de mujeres. Todo este trabajo permitió concluir que, en efecto, los 
factores criminológicos del delito de feminicidio en la región Lambayeque son factores 
sociales, psicológicos y económicos; respecto a los primeros, se refieren al machismo que 
aún impera en la sociedad, las creencias y costumbres de la víctima que depende del lugar 
del que proviene y la instrucción que tenga. Los factores psicológicos, hacen referencia a los 
factores internos del agresor que lo conllevan a cometer un asesinato, pudiendo ser los celos, 
patología de su personalidad o trastornos emocionales; y, los factores económicos tienen que 
ver con la relación de dependencia que tiene la víctima con su agresor. 
 










The investigation had as its application the diagnosis of the criminological factors of the 
crime of feminicide in the Lambayeque region, which resulted in an adequate 
implementation of public policies. For this, the conceptual framework of criminological 
factors, public policies, as well as the analysis of the Public Prosecutor's Database 2014-
2017 regarding the autopsy protocols is established. The research design is quantitative, 
experimental; specifically, it was presented with a sample made up of 3 collegiate criminal 
judges from Chiclayo, 15 criminal prosecutors from the Public Prosecutor's Office, 50 
criminal lawyers, 01 legist doctor and autopsy protocols from 2014-2017. For the collection 
of information methods such as observational and documentary analysis will be used, along 
with cabinet and field techniques, the questionnaire and the survey were used within the 
latter. 
Finally, it was obtained as results of 100% of the population, 99%, 91% and 88% considered 
the social, psychological and economic factors, respectively, if they influence the murder of 
women. All this statistical work conclude that, in effect, the criminological factors of the 
crime of feminicide in the Lambayeque region are social, psychological and economic 
factors; With respect to the former, they consider the machismo that still prevails in society, 
the beliefs and customs of the victims that depend on the place where they suffer and the 
instruction they have. The psychological factors, refer to the internal factors of the aggressor 
that involve him to commit a murder, being possible jealousy, pathology of his personality 
or emotional disorders; and, the economic factors have to do with the dependency 
relationship that the victim has with his aggressor. 
 




I. INTRODUCCIÓN    
Hoy en día, es cada vez más alarmante la cifra de mujeres violentadas y asesinadas en la 
región Lambayeque; comportamientos deleznables que indignan a toda una sociedad. Sin 
embargo; ¿qué se ha hecho por revertir tal situación?, ¿el problema encuentra solución con 
la creación de nuevos tipos penales o aumento de penas? o por el contrario ¿se trata de un 
problema social que debe ser analizado criminológicamente desde las evidencias empíricas 
que lo provocan?  
Así pues, López y Valenzuela (2018), concluyen en que la solución al delito de feminicidio 
no radica en la creación de nuevos tipos penales de forma desmesurada; si bien la 
penalización de conductas que atentan contra la vida de las mujeres, es una forma de 
sancionar a los victimarios, ello no previene que este problema social continúe en aumento. 
En ese sentido, para los autores, el Estado debe contar con programas sociales que persigan 
la protección de los derechos humanos de las personas. 
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2009), en la Sentencia del caso 
Ríos vs. Venezuela, se ha pronunciado al respecto, señalando que las agresiones en contra 
de las mujeres constituyen una transgresión a la Convención Americana de Derechos 
Humanos (CADH) y la Convención de Belém do Pará, toda vez que se está ante acciones 
planificadas y dirigidas exclusivamente hacia las mujeres por su condición de tal, o en su 
defecto, cuando las afecten de forma desproporcionada. 
El Estado en los últimos años viene realizando un esfuerzo ingente, a través de sus diversas 
carteras de ministros, para poder contrarrestar este mal social. Pese a ello, el número de 
mujeres asesinadas, va en aumento, sin que las políticas públicas que despliega el Estado, 
lleguen a producir resultados eficaces. En ese sentido, surge la necesidad de poder plantear 
una política pública eficiente, debiendo analizarse previamente las estadísticas oficiales de 
los indicadores más recurrentes en el asesinato de una mujer, así como los factores que 
provocan dicha muerte. 
En palabras de Martínez (2018), este no es el único factor que coadyuvaría a analizar y 
explicar el fenómeno social de la violencia y el crimen en el Perú, puesto que en la mayoría 
de los casos es respuesta a una naturaleza social más compleja y múltiple. Lo cierto es que, 
en la coyuntura actual, de gobernantes elegidos recientemente, se debería prestar mayor 
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atención y preocupación a las políticas públicas que el gobierno tanto central como regional 
debe adoptar, toda vez que este incremento de mujeres víctimas de violencia, podría 
desencadenar un panorama de mayor preocupación en los próximos años. 
Es necesario mencionar que, los datos estadísticos permiten generar interrogantes nuevas, 
con el objeto de poder explicar las causas y factores más recurrentes en los índices de 
homicidios y feminicidios. En ese sentido, es necesario mejorar las bases de registro y el 
método que se emplea para calcular los mismos, para poder producir una evidencia empírica, 
que generará valor en el desempeño de las funciones de la política criminológica. 
Lo cierto es que, se está ante un problema de sistema, que debe comprender a todos los 
poderes e instituciones del Estado, sólo así se podrá llevar este mal social a estándares 
socialmente tolerables. Esto se apoya con lo manifestado por San Segundo y Codina (2019) 
cuando manifiesta que: “(…) para erradicar la violencia de género esta ha de ser abordada 
de forma más integral. En este sentido, es imprescindible educar e investigar contra la 
violencia de género, siendo necesario articular muchas medidas, en el marco educativo, 
científico e investigador” (p. 42).  
Frente a esta realidad problemática que afronta actualmente la sociedad, es que se desarrolla 
el presente trabajo de investigación, con el fin de identificar cuáles son los factores 
criminológicos presentes en el delito de feminicidio de la Región Lambayeque en los últimos 
años, que permitirá proponer una correcta y adecuada implementación de políticas públicas 
verdaderamente eficaces. 
A continuación, se presentan los trabajos previos del trabajo investigativo, desarrollando en 
primer lugar, los de alcance internacional. 
Díaz, Vásquez y Pérez (2015), en su tesis denominada “Violencia hacia la mujer: un abordaje 
desde las políticas públicas en el Estado de México”, para optar el grado de abogado en la 
Universidad Autónoma de México, en su quinta conclusión señala: 
“Es claro que la solución a este problema público no sólo descansa en el accionar del 
gobierno; sus recursos, capacidades y acciones son necesarios pero insuficientes para 
atender y combatir dicho problema. El enfoque de la gobernanza moderna debe orientar 
las políticas de protección y atención a las mujeres; se requiere de la participación y 
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corresponsabilidad de la sociedad en una relación de interdependencia y 
complementariedad” (p. 121). 
En la citada tesis, los autores hacen énfasis en que la solución del problema de la violencia 
contra las mujeres, no radica en los recursos y capacidades que pueda tener el Estado 
Peruano, sino por el contrario, ello se debe invertir en establecer políticas públicas que 
puedan prevenir y proteger a las mujeres; sin embargo, también se requiere de una 
participación conjunta de toda la sociedad.  
Desde su perspectiva, Arévalo y Romero (2014), en su trabajo de investigación titulado 
“Análisis criminológico del delito de feminicidio desde un paradigma multivectorial 
integrativo” para optar el grado de licenciado en ciencias jurídicas y sociedad, en la 
Universidad de Chile - Chile, en su segunda conclusión argumenta: 
“A partir del Paradigma Etiológico Multifactorial Integrativo de seis vectores: el 
delincuente, la víctima, la situación, los factores micro sociales, los factores macro 
sociales y la reacción social informal y formal ante la conducta desviada, se puede dar un 
alcance integral del delito en cuestión, y con esto desarrollar un diagnóstico tanto de la 
realidad empírica de nuestro país en torno al delito, como de los resultados estadísticos 
obtenidos desde su tipificación, verificando si es que existe avance en materia de 
protección a la mujer en Chile” (p. 181). 
De la lectura de la citada investigación, se desprende que los autores, tras realizar un análisis 
criminológico sobre el feminicidio, concluyen en que éste tiene 06 vectores básicos, los 
mismo que permiten realizar un análisis de la realidad empírica, así como de las cifras 
estadísticas de este problema social. 
Por su parte, Flores (2016), en su trabajo de investigación denominado “Políticas públicas 
de igualdad de género en Chile y Costa Rica. Un estudio comparado” para optar el grado de 
doctor, en la Universidad Complutense de Madrid - España, en su octava conclusión 
enfatiza: 
“La creación y ampliación de normativa jurídica es una dimensión destacada de las 
políticas de igualdad de género de ambos países. Sin embargo, persisten vacíos jurídicos 
que dichas políticas han tratado de superar. Esto denota límites claros a la ampliación del 
marco jurídico de la igualdad, especialmente en lo relacionado con participación política 
en Chile y derechos sexuales y reproductivos en los dos países” (p. 304). 
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De acuerdo al referido autor, si bien Chile y Costa Rica destacan con el nuevo marco 
normativo respecto a políticas de igualdad de género, aún existen déficits normativos que 
ambos países han tratado de vencer. Lo cierto es que, es un gran avance que estos países 
latinoamericanos hayan incluido en sus políticas de estado, el tema de igualdad, sin perjuicio 
de que se debe continuar mejorando el ordenamiento jurídico a fin de una mayor protección 
a los derechos de los ciudadanos. 
Garzón (2015), en su trabajo de investigación titulado “Continuidad y cambio en las políticas 
públicas sobre violencia contra las mujeres” para optar el grado académico de abogado, en 
la Universidad de Barcelona - España, en su quinta conclusión señala: 
“La violencia contra las mujeres es un proceso continuo de agresión, ejercido por los 
hombres para alcanzar el sometimiento de la mujer por no cumplir los roles que la 
sociedad tradicionalmente le asigna a ésta. Según el marco feminista de interpretación, el 
origen del problema es la desigualdad entre géneros instaurada por el sistema patriarcal. 
La solución pasa por conseguir la igualdad real entre hombres y mujeres; para ello se 
requiere de políticas públicas que hagan cambiar el sistema de valores actual” (p. 56). 
Para el citado autor, surge la necesidad de que en las políticas de estado se realice un cambio 
de paradigma sobre el sistema tradicional del machismo, toda vez que la violencia de género 
desencadena justamente del machismo que aún impera en la sociedad.  
Benitez (2018), en su trabajo de investigación titulado “Representaciones del feminicidio en 
la prensa gráfica de Paraguay: tres casos emblemáticos y un análisis crítico del discurso ABC 
Color y Última Hora” para optar el grado académico de doctor, en la Universidad Nacional 
de la Plata - Argentina, en su sétima conclusión menciona: 
“Analizando desde la perspectiva de género, la prensa, como territorio discursivo 
desdibujó el peso de las relaciones de poder entre hombres y mujeres, dando una idea de 
neutralidad. En los tópicos mencionados no se disputó el sentido dominante de la 
violencia de género colocando en el debate aquellos factores que habilitan su existencia 
y, en muchos casos la legitiman” (p. 238). 
La investigación citada, se realiza en base a tres casos de gran connotación social en 
Paraguay, concluyendo que los medios periodísticos tienen una influencia masiva sobre la 
sociedad, siendo en la mayoría de los casos, los responsables de minimizar la situación de 
violencia en un país, llegando algunas veces a ampararla o hasta legitimarla. 
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Simultáneamente, se desarrolla los trabajos previos a nivel nacional. 
Carnero (2017), en su trabajo de investigación titulado “Análisis del Delito de feminicidio 
en el Código Penal Peruano con relación al Principio de Mínima Intervención y la 
Prevención General como fin de la Pena” para optar el grado académico de abogado, en la 
Universidad de Piura - Piura, en su tercera, octava conclusión argumenta: 
“El Derecho Penal responde a una determinada Política Criminal que depende de la 
Política General asumida por cada Estado, la cual tiende a establecer los criterios que 
inspirarán la lucha contra la criminalidad mediante la valoración de las medidas ya 
utilizadas para la prevención del delito a fin de verificar su real eficacia, y proponiendo 
mejoras acordes con la realidad social y su evolución a fin de llevar las tasas de 
criminalidad a límites socialmente tolerables, ya que pretender su total erradicación 
resulta algo imposible” (p. 158). 
De acuerdo al citado autor, las medidas o políticas públicas que el Estado adopta respecto a 
la violencia contra la mujer, deben ser valoradas y analizadas en su momento, con el objeto 
de verificar si realmente están siendo eficaces o no; y, proponer, de esta manera, mejoras no 
con el fin de terminar con la violencia de género de un día a otro, sino por lo menos, llevarla 
a estándares socialmente tolerables por la sociedad. Por ello, se concuerda con lo que señala 
el autor citado, por cuanto una correcta implementación de políticas públicas permitirá (si 
bien no, acabar), por lo menos disminuir y prevenir eficazmente el problema de violencia de 
género.  
Minchán (2018), en su trabajo de investigación titulado “Las Políticas de Prevención del 
Plan Nacional contra la violencia hacia la mujer del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables y su relación con el feminicidio” para optar el grado académico de abogado, en 
la Universidad Privada del Norte - Lima, en su primera conclusión puntualiza: 
“Las políticas de prevención del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
resultan importantes, útil, pero al mismo tiempo son ineficientes porque las cifras de 
feminicidio siguen en aumento y no ha permitido disminuir el grave problema que sufren 
las mujeres, por eso se requiere que las políticas continúen, se trabaje más en la educación, 
en valores, empoderar a todas las mujeres para que conozcan sus derechos y denuncien 
la violencia” (p. 102). 
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Para el autor, las políticas públicas que despliega el estado constituyen medidas importantes 
pero ineficaces si estas no producen resultados. Por ello, resulta necesario que se trabaje en 
temas de educación y empoderamiento a las mujeres a fin de que puedan tener el valor de 
denuncias actos de violencia en su contra. 
Charre (2017), en su trabajo de investigación titulado “Factores que determinan la comisión 
del delito de feminicidio en el juzgado colegiado de Huánuco, 2015 - 2016”, para optar el 
grado académico de abogado, en la Universidad de Huánuco – Huánuco - Perú, en su primera 
conclusión enfatiza: 
“Los celos son unas de las causas que originan el feminicidio, dentro de un contexto 
familiar; delito que transgrede derechos fundamentales tipificados en la Constitución 
Política del Estado Peruano, medularmente el derecho a la integridad (psicológica, física, 
sexual y patrimonial); así como, el derecho a la paz, y otros derechos conexos” (p. 67). 
En el citado trabajo de investigación, se realiza un análisis respecto a los factores que 
provocan la comisión del feminicidio, teniendo como población los expedientes del juzgado 
colegiado de Huánuco. Así pues, se concluye que los celos es el factor predominante en este 
tipo de delito, sobre todo si se desenvuelve dentro de un contexto familiar. En ese sentido, 
se concuerda con lo establecido por el citado autor, toda vez que los celos es una de las 
variables que se enmarca dentro de los factores psicológicos que conlleva al agresor a 
maltratar o dar muerte a su víctima. 
Por su parte, Chávez (2018) en su trabajo de investigación titulado “Las causas del 
feminicidio y la incidencia en la violencia contra la mujer en Lima Sur 2017 - 2018”, para 
optar el título de abogado, en la Universidad Autónoma del Perú – Lima, en su segunda 
conclusión señala: 
“(…) es necesario resaltar la falta de implementación de una Política Nacional con la 
finalidad de afrontar la violencia contra la mujer; esto debe estar acompañado de un 
mayor presupuesto para su ejecución, además contar con los profesionales idóneos y 
experimentados en la materia, ya que de nada sirve tener un presupuesto, sino se cuenta 
con el personal especializado (…)” (p. 96). 
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Se concuerda con lo señalado en la citada investigación, en razón de que, tal y como se 
establece, se necesita de una política pública que pueda hacer frente a la violencia de género; 
no obstante, ello debe ir acompañado de profesionales capacitados que puedan llevar a cabo 
su ejecución. 
Mendoza (2018), en su trabajo de investigación titulado “Identificación y reducción de la 
violencia contra la mujer como forma de reducir el feminicidio en el Perú”, para optar el 
grado académico de doctor en Derecho, en la Universidad Nacional Federico Villareal - 
Lima, en su segunda conclusión establece: 
“Se requiere que el Estado resuelva o solucione estas situaciones toda vez que ellas, se 
constituyen en circunstancias que facilita el feminicidio pues, al no contar con la 
protección de la Policial la mujer queda a merced de su agresor quien, está más agresivo 
por haber sido denunciado y la agrede nuevamente con mayor intensidad pudiendo llegar 
a cometer feminicidio” (p. 95). 
De acuerdo al autor en mención, un aspecto que debe mejorarse es el acceso de la víctima al 
sistema de justicia, en estricto, de la Policía Nacional del Perú, toda vez que son ellos quienes 
tienen el primer contacto con la víctima, cuando ésta acude a denunciar. Certera conclusión, 
cuando se alega que, cuando en la comisaría no se le da la protección adecuada a las mujeres, 
el peligro de agresión en su contra aumenta, ya que su agresor puede volver a agredirla con 
mayor crueldad. 
Aunado a ello, Aránguri (2018), en su trabajo de investigación titulado “La 
inconstitucionalidad del delito de feminicidio en el Código Penal Peruano”, para optar el 
grado académico de abogado, en la Universidad Nacional de Trujillo – Perú, en su catorceava 
conclusión argumenta: 
“Las políticas públicas y la voluntad legislativa juegan un papel determinante para la 
lucha contra la violencia de la mujer, debido al carácter multidimensional de este 
problema, el Estado debe invertir en todas las esferas de la organización estatal; salud, 
economía, política, desarrollo social y sobre todo debe incidir en la educación pública 
(…)” (p. 156). 
El autor, realiza un análisis constitucional respecto al delito de feminicidio, argumentando 
que dicho delito no se encuentra dentro de los parámetros que establece el Tribunal 
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Constitucional para superar el famoso test de proporcionalidad. Pese a ello, en la citada 
investigación se considera que el Estado, a través de los legisladores, deben proponer 
políticas para este problema social, por ser un  tema multidimensional; siendo justamente lo 
que se propone en la presente investigación. 
Echegaray (2018), en su tesis titulada “Ineficacia de las medidas de protección en la 
prevención del feminicidio” para optar el grado académico de magíster, en la Universidad 
Nacional Federico Villareal - Lima, en su quinta conclusión establece: 
“La mujer víctima de violencia familiar a quien se le concedieron medidas de protección 
también contribuye con la ineficacia de las medidas de protección dado que, ella no 
informa a la Policía Nacional del Perú la reiteración de los hechos de violencia, lo que 
permite que los episodios se tornen más crueles y de esta manera se ponga en riesgo su 
vida” (p. 113). 
De lo citado, se advierte que, desde la perspectiva del autor, el accionar de la víctima es una 
de las causas por las que las medidas de protección no surgen efecto en el país; situación que 
resulta – en parte -, cierto, toda vez que las mujeres en muchos casos regresan con sus 
agresores, por temas personales o familiares, no volviendo a denunciar o en todo caso, poner 
de conocimiento a las autoridades que su pareja no está cumpliendo con las medidas de 
protección otorgadas por el Juzgado. 
Para finalizar los trabajos previos nacionales, Tarazona (2018), en su trabajo de 
investigación titulado “La política criminal en el ámbito jurídico y su implicancia en los 
delitos de feminicidio íntimo en los juzgados penales de la zona judicial de Huánuco” para 
optar el grado académico de abogado, en la Universidad de Huánuco - Perú, en su sexta 
conclusión señala: 
“Que, el haber individualizado el delito de feminicidio en el artículo 108-B del Código 
Penal, ello en nada a ayudado a que éste problema sea prevenido y reducido notablemente, 
simplemente ello ha sido dado debido a la presión social y con un enfoque más feminista 
que igualitario” (p. 75). 
En la citada tesis, se arriba a una conclusión con la que concuerda la autora, por cuanto la 
sobre penalización y criminalización de conductas, no disminuirá los problemas sociales que 
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ocasionan la comisión de delitos, porque ciertamente el Derecho Penal no importa mayores 
gastos, las políticas de Estado, sí. 
Acto seguido, se presenta a continuación, los trabajos previos de alcance local. 
Begazo (2017), en su tesis titulada “Causas y factores de la criminalidad de la mujer: El 
Feminicidio” para optar el grado académico de magíster, en la Universidad Nacional Pedro 
Ruiz Gallo - Lambayeque, en su primera conclusión argumenta: 
“Que, en el desarrollo del marco teórico se ha podido determinar cuáles son las causas y 
factores que influyen significativamente en la criminalidad de la mujer, en los casos 
específicamente del feminicidio en el Perú (…). Asimismo, dentro de las causas descritas, 
los porcentajes varían, existiendo causales tales como los celos, el poco conocimiento de 
la pareja, la baja autoestima, la concepción de la mujer como una propiedad y un objeto 
sobre el que el hombre dispone” (p. 106). 
El citado trabajo de investigación realiza un estudio respecto a las causales más frecuentes 
que influyen en el feminicidio. En principio, se señala que el feminicidio íntimo es el que 
con mayor frecuencia se produce en la actualidad, y que sus causas pueden ir desde aspectos 
económicos, sociales, celos, baja autoestima, etc. 
Por su parte, Sandoval (2018), en su trabajo de investigación denominado “Las medidas de 
protección por violencia familiar y su implicancia sobre el delito de Feminicidio en la ciudad 
de Chiclayo” para optar el grado académico de abogado, en la Universidad Pedro Ruiz Gallo 
- Lambayeque, en su segunda conclusión enfatiza: 
“La Ley 30364, ha obtenido como resultado mayor carga procesal en los juzgados de 
familia, resultando las medidas de protección que se les brinda a las víctimas de este delito 
en ineficaces; por lo que consideramos que resultaría beneficioso que dicha normativa 
sufra un cambio que permita el correcto cumplimiento de la obligatoriedad que impone 
la Ley sobre el control de la ejecución de las medidas haciéndolas eficaces, siendo además 
necesario que los fiscales de familia vuelvan a tener conocimiento de estos procesos, (…) 
así como establecer el mismo control de ejecución sobre el registro adecuado de las 
mismas, logrando evitar la reincidencia de violencia y que se produzcan casos de tentativa 
de feminicidio” (p. 92). 
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En la investigación citada se establece que las medidas de protección que dispuso el 
legislador a favor de las mujeres víctimas de violencia, son realmente ineficaces, por cuanto 
no ha logrado reducir el índice de mujeres violentadas. Para el autor, los casos de violencia 
doméstica deben ser vistos por el Fiscal de familia a efectos de que establezca un control de 
ejecución sobre estas medidas, que permita por ejemplo evitar que el victimario reincida en 
actos de violencia. 
Coaquira (2017), en su trabajo de investigación denominado “Política criminal y sus 
implicancias en los casos de feminicidio en la ciudad de Lima en los años 2016 - 2017” para 
optar el grado académico de abogado, en la Universidad Señor de Sipán - Lambayeque, en 
su segunda conclusión señala: 
“Los factores que influyen en la ineficacia de las políticas criminales contra el 
feminicidio, son la dependencia emocional de la mujer ante su agresor, dependencia 
económica, y la falta de protección y acompañamiento del Estado a las víctimas que 
sufren de violencia familiar; estos factores impiden que las victimas denuncien por 
violencia familiar, y cuando denuncian, retiren la misma, impidiendo que el proceso siga 
su curso hasta castigar al agresor” (p. 60). 
El aporte que brinda la citada investigación, se basa en que la causa o razón por la que las 
mujeres no denuncian, o retiran la misma, es por la dependencia emocional/económica que 
tienen con su agresor; ello sumado a que no hay un efectivo seguimiento del proceso, por 
parte de las autoridades, convirtiendo de esta manera, las políticas públicas desplegadas por 
el Estado, en ineficaces. 
A su vez, Feria y Hermoza (2016), en su trabajo de investigación denominado “Propuesta 
de protocolo para evaluación psicológica forense de la dependencia emocional en mujeres 
adultas víctimas de violencia familiar” para optar el título especialista en psicología forense, 
criminal y penitenciaria, en la Universidad Nacional Pedro Ruiz Gallo - Lambayeque, en su 
segunda conclusión menciona: 
“Al elaborar el Protocolo de Evaluación de Dependencia Emocional en Mujeres Adultas 
Víctimas de Violencia Familiar se ha considerado obtener información referida a la 
historia personal, historia familiar y características de personalidad, esto para comprender 
el desarrollo de la dependencia emocional a lo largo del desarrollo individual; además se 
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incluyó el Cuestionario de Dependencia Emocional para observar las manifestaciones 
actuales de la dependencia emocional a través de sus factores” (p. 74). 
En el trabajo de investigación citado, los autores proponen la elaboración de un nuevo 
protocolo que pueda evaluar la dependencia emocional de las mujeres víctimas de violencia, 
respecto de sus agresores; ello en atención de que el actual protocolo de la División Central 
de Exámenes Médicos Legales (DICEMEL) no tomaba en cuenta las sugerencias realizadas 
por los operadores de justicia – esto es, jueces y fiscales -, ni tampoco recogía información 
sobre la dependencia emocional de la víctima. 
Finalmente, Cortavarría (2019) en su trabajo de investigación denominado “Valoración de 
riesgo de feminicidio y prevalencia de violencia de pareja en mujeres jóvenes atendidas en 
centros de salud del distrito de Lambayeque 2017 - 2018” para optar el título de médico 
cirujano, en la Universidad Nacional Pedro Ruiz Gallo - Lambayeque, en su cuarta 
conclusión establece: 
“En cuanto a los datos sociodemográficos se encontró: que el 58.9% de encuestadas se 
encontraban en edades entre 18 y 24 años, el 82.6% de entrevistadas se encontraban en 
estado de convivencia con su cónyuge, el 51.2% presentaban estudios secundarios 
completos, el 72.0% de mujeres se encontraban en condición de desempleo, el 47.8% 
viven en zona rural, 10.1% en zona urbano rural y el 41.9% en zona urbana” (p. 45). 
Como es de verse, el referido autor realiza una investigación con cifras estadísticas, basadas 
en la realidad empírica de las mujeres víctimas de violencia de la Región Lambayeque, 
resultando un aporte similar al que se pretende dar con la presente investigación, sin 
embargo, el análisis se realiza tomando en cuenta los protocolos de necropsia de las mujeres 
víctimas de feminicidio. 
En adelante, se presentan las teorías relacionadas al tema, teniendo como primer punto el 
Derecho Penal como mecanismo de control social. 
Tal como postula Carnero (2017), la rama de Derecho Penal entendido como un mecanismo 
de represión, para prevenir y combatir la criminalidad, debe ser conceptualizado desde dos 
enfoques. En el primer enfoque, se concibe al Derecho Penal como un compilado de 
disposiciones jurídicas penales que se refieren a las consecuencias y presupuestos jurídicos 
del delito; en otras palabras, el Derecho Objetivo en materia Penal. A manera de verbigracia, 
se tiene las conductas que se encuentran prohibidas y que conllevan una lesión social que 
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repercuta en la vida en sociedad, así como también, las sanciones que se imponen al sujeto 
activo del delito, que dependerán del dolo o culpa con el que se realiza, o los bienes jurídicos 
que se afecta.  
Para el citado autor, el segundo enfoque concibe al Derecho Penal como la facultad del 
Estado para sancionar al autor del ilícito (Derecho Subjetivo); dicho de otra manera, el 
Estado mediante la aplicación del Derecho Objetivo, ejecuta las sanciones, en base a los 
principios que caracterizan al Derecho Penal, con el fin de que se respete los derechos 
fundamentales de las personas, siendo esta una labor que identifica a todo Estado Social de 
Derecho, en aras de proteger bienes jurídicos imprescindibles para la comunidad social. 
De modo tal que, el Derecho Penal se configura como un medio de protección para la 
población, teniendo como fin trascendental, preservar los bienes jurídicos 
constitucionalmente reconocidos, y prevenir aquellas conductas que resulten lesivas para los 
mismos. Estos bienes jurídicos, resultan primordiales para el normal desarrollo del individuo 
en su entorno social (Carnero, 2017). 
Bagues (2018) argumenta que, en el Derecho Penal, la garantía criminal se concreta en el 
principio de legalidad, esto es, la persona puede conocer a través del tipo penal, qué es lo 
que se prohíbe y cómo se sanciona; no obstante, esta situación se ve resquebrajada cuando 
la norma legal no lo prescribe de forma precisa y determinada, pudiendo caer en lagunas 
normativas o casos de arbitrariedad. 
Lo cierto es que, en los últimos años es un tema de discusión si verdaderamente el Derecho 
Penal es un mecanismo de prevención para la comisión de ilícitos. No hay duda de que su 
existencia es indispensable y necesaria por un tema de orden social, porque de lo contrario 
el valor de los bienes jurídicos se tornaría en algo insignificante para la sociedad; no obstante, 
los diversos atentados contra los bienes jurídicos de hoy en día, nos muestran una realidad 
distante a la que se presenta en la dogmática jurídica. 
En el acápite siguiente se desarrolla el tema de política criminal, tomando en cuenta que – 
en teoría - el Derecho Penal es una de las principales políticas de combatir la criminalidad. 
Coaquira (2017) destaca que, de acuerdo al tenor literal del término política criminal, este 
debe ser considerado como aquel estudias de políticas desplegadas por el Estado, al que están 
supeditados todos los organismos y entidades del país que tienen poder legislativo y 
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ejecutivo. De tal forma, se podrá enfrentar la criminalidad de un Estado, a efectos de 
encontrar mecanismos de solución para disminuir los niveles de delincuencia.  
Por su parte, Puig (como se citó en Carnero, 2017), enfatiza que el Derecho Penal tiene como 
objeto estudiar las normas de carácter jurídico que han sido creadas con el fin de combatir 
la criminalidad de un Estado, mediante un conjunto de ciencias, tales como: la Dogmática, 
la Criminología, la Criminalística y la propia Política Criminal, que se configuran como los 
pilares básicos del Derecho Penal. 
Desde la perspectiva de García (2016), la criminología entendida como una ciencia empírica, 
busca estudiar el fenómeno criminal, desde el análisis de sus causas y factores 
criminológicos, mientras que la dogmática penal analiza y estudia las normas jurídico – 
penales, que relacionan al hecho criminal con una sanción penal, como legítima 
consecuencia de su accionar, garantizando de esta forma, la seguridad jurídica en la 
sociedad. Asimismo, cuando se habla de política criminal, para el referido autor, forma parte 
de la Política del Estado, al momento de que éste fija criterios y principios para combatir la 
criminalidad en el país, velando, por los estándares jurídicos – penales. 
Lo cierto es que, tal y como lo afirman Riboli, Razera, Rosa y Flacke (2017), hoy en día, la 
criminalidad, en estricto, la violencia de género, se ha naturalizado, por lo que tiende a ser 
adoptado como una manera de solucionar conflictos. Por ello tal y como lo entienden Prieto 
y Gonzáles (2012), el Estado a través de su función punitiva, no se encuentra en la capacidad 
de prevenir ni mucho menos sancionar la violencia ejercida en contra de las mujeres, así 
como analizar la conducta que se pretende reprimir y la conducta del criminal que la comete. 
Ahora bien, en el siguiente párrafo, se desarrollará la conceptualización del delito de 
feminicidio. 
El feminicidio como un problema social, debe ser entendido como aquella conducta que 
termina con la vida de una mujer por su condición de género, convirtiéndose en un mal social 
que parece ser inagotable, y que disminuye la calidad de vida de la mujer (Tavares, De 
Toledo, Do Nascimento, Coelho, Torres, 2017). Por ello es que, en el presente apartado, se 
realiza un análisis y desarrollo del citado delito. 
En principio se debe iniciar con la conceptualización terminológica de dicha figura legal. En 
ese sentido, Russel (como se citó en Arévalo y Romero, 2014),  fue quien utilizó por primera 
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vez el término feminicidio, en unos de sus trabajos de investigación, enfatizando que el 
marco conceptual del feminicidio “(…) se originó en el año 1801 para describir el crimen de 
una mujer” (p. 15), describiendo este fenómeno social como un “ (…) continuo terror contra 
las mujeres, lo que engloba diversos tipos de abusos ya sea verbales o físicos, como lo es la 
violación o la esclavitud sexual, y cuando estas formas de terrorismo resultan contra la 
muerte de la mujer, se considera que estamos frente a un feminicidio” (p. 15). 
Aunado a ello, para Castillo (2016), la palabra feminicidio se desprende del término 
femicide, cuyo significado se traduce en feminicidio o femicidio. Para el citado autor, la 
primera mujer que emplea esta palabra fue Diana Russel en la década de los 70, cuando 
denunció ante el Tribunal de Bruselas, los asesinatos de mujeres que se estaban suscitando 
por el sexo de la persona, atribuyendo el término feminicidio “(…) al asesinato de mujeres 
por el hecho de ser mujeres” (p. 80). Fue en el año 1992, que Russel junto con Radforden, 
sostienen que el feminicidio se configuraba como el último peldaño de la violencia contra la 
mujer, esto es, como el eslabón final de las agresiones sexuales, físicas y psicológicas. 
Para Martinez (2018), el feminicidio se concibe como aquel crimen producido por agresores, 
cuyo fin es ejercitar poder y control en las mujeres, empleando el uso de la fuerza y violencia, 
teniendo como desenlace la muerte de la mujer. Solyszko (2018) argumenta que el 
feminicidio es un armamento letal y representa una brutal violencia en contra de las mujeres, 
por el dolor y sufrimiento al que están expuestas; a criterio de la citada autora, ello es debido 
a la sociedad patriarcal, racista, capitalista y desigual en la que vivimos. 
Desde la óptica de Carnero (2017), el delito de feminicidio, se constituye como la 
manifestación más extrema de violencia contra las mujeres o como el peldaño final del 
proceso de violencia que sufren las féminas. Los alcances de este fenómeno social se han 
esparcido por todo el mundo, produciendo un clima de inseguridad, que ha quedado 
evidenciado en la inseguridad de un país, y la poca protección que brinda el Estado frente a 
este problema. Es realmente necesario, que se afronte y enfrente con rapidez, bien sea con 
mecanismos o políticas públicas que permitan el desarrollo de la vida de las mujeres, sin 
violencia.  
Por su parte, Pereira Da Silva (2017) manifiesta que, en Brasil, la violencia contra la mujer 
constituye una situación de real preocupación para el sector público del país; y, en realidad 
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de todo el mundo, por cuanto las víctimas de violencia familiar han ido en aumento, siendo 
en la mayoría de los casos, cometida por sus propias parejas. 
Mujica y Tuesta (2012) postulan que, el feminicidio desde el punto de vista criminológico 
encuentra un problema de análisis, por cuanto no puede verificar si el asesinato fue por un 
móvil de misoginia o sexismo, siendo una dificultad para un registro positivo de 
criminología. Esta situación no sucede, por ejemplo, cuando se evalúa el vínculo de la pareja, 
ya que son elementos de un registro concreto y de fácil acceso. 
El feminicidio surge como consecuencia de las relaciones inequitativas entre mujeres u 
hombres, que a su vez son construidas mediante procesos sociales y culturales de una 
sociedad (Vara y López, 2017). 
Ahora, a fin de brindar una definición propia respecto al feminicidio, este debe constituirse 
como una manifestación de violencia extrema en contra de una mujer, por el solo hecho de 
serlo. Se está ante un problema multisectorial, que debe involucrar a todos los poderes del 
Estado, frente al silencio e impunidad que puede presentarse; sin embargo, es también 
necesario que la sociedad se pueda involucrar con ello, porque no sólo es un problema de 
Estado, es uno de los más grandes problemas sociales del país. 
Por otro lado, la incorporación del delito de feminicidio en el Código Penal, tuvo como 
objetivo atribuirle un nombre propio a uno de los delitos que atentaba contra el derecho 
fundamental vida de las mujeres, teniendo como victimario a un varón que le dio muerte por 
el sólo hecho de pertenecer al sexo femenino; sin embargo, mediante esta figura penal, 
también se protegen otros bienes jurídicos – igual de valiosos -, tales como la integridad 
física o dignidad humana (Carnero, 2017). 
Respecto a este extremo, se ha producido un debate que abarca dos posturas opuestas. Hay 
quienes afirman que el delito de feminicidio protege a bienes jurídicos que ya se encuentran 
tutelados en el ordenamiento jurídico penal, verbigracia, el derecho a la vida, integridad 
física. Sin embargo, hay otros que sostienen, la importancia de tipificar una conducta de este 
tipo, que pueda proteger íntegramente a las mujeres violentadas. Por ello es que se presenta 
un análisis constitucional en el acápite correspondiente, mediante un test de 
proporcionalidad, a efectos de analizar si el tipo penal es idóneo, necesario y/o proporcional. 
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A continuación, se presentan los tipos de feminicidio. 
Producto de la gran incidencia del feminicidio en América Latina, ha surgido la necesidad 
de clasificar este delito, dependiendo de la relación que exista entre víctima y victimario. 
En ese sentido, para Castillo (2016), una primera clasificación – la más frecuente - hace 
referencia a un feminicidio íntimo, manifestándose por la relación de convivencia o pareja 
que existe entre la víctima y su agresor. Es justamente esta clase de feminicidio la que se 
presenta como el principal escenario de las agresiones de mujeres. En palabras de Tarazona 
(2017), este tipo de feminicidio, como su mismo nombre lo indica, se produce dentro de una 
relación íntima, producto de un patriarcado social; ello se encuentra apoyado por lo 
manifestado por Correa, Godol, Goncalves (2008), cuando afirman que este tipo de 
manifestación de violencia es perpetrado por la pareja íntima, bien sea el cónyuge o pareja 
de la víctima. 
Por su parte, Ramos, Cardoso, Peixoto, Dos Santos, Mendonca, Felix, Veríssimo, César 
(2017), señalan que los feminicidios a menudo se producen dentro de un lazo emocional, por 
personas de sexo masculino que ejercen una relación de poder sobre sus víctimas. 
Una segunda clasificación hace alusión a un feminicidio que no se produce dentro de una 
relación convivencial, es decir, que el agresor es un desconocido para la víctima, por lo que 
normalmente se relaciona a las violaciones sexuales, homicidios por razones misóginas, por 
el repudio que se puede tener hacia la mujer o por el simple afán de despreciarlas o 
humillarlas (Castillo, 2016). Además de ello, el feminicidio no íntimo se produce, a manera 
de verbigracia, después del término de la relación - bien sea unión de hecho o matrimonio -
, o durante un noviazgo o relación de enamorados. 
Mendoza (2018), brinda una tercera clasificación referida al feminicidio por conexión, 
producido cuando una mujer es asesinada cuando intenta defender a otra mujer. Verbigracia, 
María intenta defender a su hermana víctima de violencia, y el agresor termina desfogando 
su furia contra ella. 
A criterio de la autora, sólo la segunda clasificación debería ser considerada como parte del 
tipo objetivo del delito de feminicidio, toda vez que la conducta típica es clara cuando define 
al crimen de una mujer por su condición de tal, es decir, el victimario da muerte a su víctima 
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porque no la tolera, porque siente desprecio hacia ella, porque su sola presencia le causa 
repudio. Situación que no sucede en la primera clasificación (feminicidio íntimo), en donde 
el agresor ya ha convivido con su víctima, es decir, de un momento a otro no va a tener 
vilipendio hacia ella, las causas podrían ser diversas, pero no por su condición de mujer. De 
este modo, no se justificaría entonces – en un porcentaje mayoritario - el tipo penal del 
feminicidio, por el contrario, se podría estar ante un presunto delito de parricidio, por 
ejemplo.  
Pese a ello, en la presente investigación no se pretende discutir la legalidad o 
constitucionalidad del tipo penal de feminicidio, esto es, no se concibe al feminicidio como 
delito sino como problema social. 
Ahora bien, en los párrafos siguientes se desarrolla la caracterización del feminicidio como 
fenómeno social. 
En palabras de Sepúlveda, Chica y Rodríguez (2018), en América Latina el feminicidio es 
una de las principales causas de muerte. En ese sentido, Berlanga (2014), fue muy enfática 
al señalar que, en Latinoamérica, la vida de la mujer de tez morena, con condición económica 
baja, migrante, trabajadora, no es concebida como tal, y por ello, su muerte no importa, 
porque simplemente no existe. Para la citada autora, ello es debido a la cultura patriarcal que 
aún se encuentra instaurada en la sociedad. 
Por su parte, Sánchez (como se citó en Díaz, Rodríguez y Valega, 2019) señala que: “(…) 
el feminicidio es una forma última de reafirmación de poder en el sistema de genero sexista, 
aquel que se ha considerado cuestionado o perdido” (p. 34). 
En ese sentido, tal como alude Pérez (2018), un primer elemento que caracteriza al 
feminicidio, es el odio hacia la mujer; no obstante, para el referido autor, el feminicidio no 
reúne los rasgos para configurarse como un delito de odio, toda vez que no podría afirmarse 
que la violencia que se ejerce contra la mujer es por el simple hecho de tener la condición 
de tal; lo que sí podría ser, es el odio a la forma de ejercer el rol femenino, ya que ello no 
encajaría en el modelo machista tradicional, es decir, lo que odia el hombre no es la mujer, 
sino su actuar frente a sus creencias. 
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A juicio del autor en mención, otro elemento característico es la violencia machista ejercida 
sobre las mujeres. en razón de que, en la actualidad aún persiste la sumisión de la mujer, 
para mantener latente que la figura patriarcal predomina en la sociedad. Como lo hace notar 
Pérez (2018), ello constituiría una “(…) violencia amenazante” (p. 175), que coadyuva a que 
permanezca la dependencia de la mujer y el poderío del hombre. 
A continuación, se presenta el tema de las tasas de feminicidio. 
Desde la criminología, si bien las tasas de feminicidio han ido en aumento, la corriente de 
que se eliminen las diferencias de género en delitos comunes, también; ello puede depender 
de los cambios en el estatus de las mujeres o de su participación en el campo laboral 
(Ledesma, 2016). 
Saccomano (2017), manifiesta que cuando se realizó un análisis de las tasas de feminicidios 
en América Latina, configuró un problema el hecho de que los países no contarán con cifras 
estadísticas desagregadas por sexo, ni con datos exactos de las víctimas o las causas o agentes 
causantes de su muerte, toda vez que estas características permitirán diferenciar entre un 
homicidio y un feminicidio.  
El citado autor sostiene que, en América Latina, respecto a las tasas de feminicidio, la 
información se pudo recopilar de fuentes primarias, como las propias instituciones públicas 
(institutos de medicina legal); o, fuentes secundarias, toda vez que, en todos los casos, la 
información de los feminicidios no son acceso público, por ello surge la necesidad de 
consultar libros digitales, artículos, informes, o el Ministerio de la Mujer, en el caso de Perú. 
La importancia de analizar cifras estadísticas radica en poder ilustrar el problema de 
violencia contra las mujeres y poder identificar los agentes o factores causantes que lo 
producen. En ese sentido, para Saccomano (2017) “(…) priorizar la lucha contra la 
impunidad, no significa que no deba implementarse la legislación y la regulación destinadas 
a la protección y empoderamiento de las mujeres, sino simplemente que, en la región de 
América Latina, otros esfuerzos podrían quedar neutralizados” (p. 23). 
Mujica y Tuesta (2012) enfatiza que, hoy en día, las tasas de feminicidio son dadas por los 
medios de comunicación que buscan alarmar a la sociedad, sin embargo, de acuerdo a las 
cifras oficiales en un derecho comparado, no se podría afirmar que exista un aumento en los 
índices de feminicidio. Es más, tampoco se podría sostener que son las más elevadas del 
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continente, muy por el contrario, se evidencia que las cifras son bajas en comparación de los 
demás países. No obstante, el autor menciona que, ello no hace menos importante el tema, 
porque es una realidad que el feminicidio es uno de los problemas más grandes que tiene 
que afrontar una sociedad. 
Ahora, se presenta la regulación jurídica del feminicidio como delito, en el sistema penal 
vigente. 
El Código Penal Peruano (1991), recoge en su artículo 108-B la figura del delito de 
feminicidio, penalizando a todo aquél que “(…) mata a una mujer por su condición de tal” 
(p. 144). En el citado artículo, se establecen contextos en los que se puede suscitar el delito1, 
así como una serie de circunstancias agravantes, que aumentan la pena a no menor de treinta 
años. Asimismo, se priva con cadena perpetua, a aquel que cometa el ilícito en concurrencia 
con dos o más agravantes. 
Para Carnero (2017), lo que ha buscado el legislativo a través de la promulgación de este 
tipo penal, es reprimir a los agresores de mujeres, buscar una reducción de las conductas que 
quedaban impunes, así como poder otorgar una reparación civil; ello como producto de la 
ineficacia del tipo penal de homicidio, y de las cifras alarmantes de asesinatos de mujeres 
por parte de un hombre, es decir, la función del Estado de prevenir la criminalidad, estaba 
fracasando, motivo por el cual se creyó conveniente promulgar este nuevo tipo penal.   
Lo cierto es que, tal y como lo afirman Mantari, M., Alquipa, F. y Huaroc, I. (2016), el tipo 
penal no es del todo claro, ya que cuando se atribuye la frase “por su condición de tal” (p. 
80), genera interrogantes respecto a si se hace referencia a la condición biológica o condición 
de género de la mujer; es justamente ahí, donde surgen los debates sobre si se debe tipificar 
una conducta como feminicidio, o debe ser enmarcado dentro del delito de homicidio 
calificado o parricidio. 
La evolución de este tipo penal, data del 27 de diciembre del 2011, cuando a través de la Ley 
Nº 29819, el Poder Legislativo incluye al feminicidio dentro de la figura penal de parricidio. 
                                                 
1 1. Violencia Familiar. 
2. Coacción, hostigamiento o acoso sexual. 
3.  Abuso de poder, confianza o de cualquier otra posición o relación que le confiere autoridad al agente. 
4. Cualquier forma de discriminación contra la mujer, independientemente de que exista o haya existido una 
relación conyugal o de convivencia con el agente. (Código Penal, 1991, p. 144) 
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Años más tarde, el 18 de julio del 2013, el legislador decide a través de la Ley Nª 30068, 
incorporar de manera autónoma y específica el delito de feminicidio en el artículo 108-Bº. 
Sin embargo, desde la perspectiva de Chávez (2018), el Derecho Penal no cumple su 
finalidad pese a que se creen nuevos tipos penales o se eleven las sanciones de un delito, lo 
que puede garantizar, es únicamente la vigencia de la norma, pero, en el caso en concreto 
del feminicidio, el elevar las penas no persuade, por ejemplo, al feminicida. 
A continuación, se presenta el delito de feminicidio y su constitucionalidad en el Perú. 
Sobre este extremo, han surgido diversas posturas respecto a si el delito de feminicidio 
resulta o no constitucional en el Estado Peruano, para ello se cree necesario realizar un test 
de ponderación para analizar si el tipo penal cumple con los presupuestos que ha fijado el 
Tribunal Constitucional. Sin perjuicio de ello, se debe dejar en claro que, en la presente 
investigación no se busca analizar el feminicidio como delito, sino como problema social. 
En esa línea, los magistrados del Tribunal Constitucional (2008) han establecido en su 
Sentencia recaída en el Expediente 578-2008-PA/TC, que: “el test de proporcionalidad 
incluye, a su vez, tres sub principios: idoneidad, necesidad y ponderación o proporcionalidad 
en sentido estricto” (párr. 25); presupuestos que se desarrollan a continuación: 
A. Test de Ponderación  
Desde el punto de vista de la doctrina y Tribunal Constitucional, se procederá a 
desarrollar el test de ponderación para el delito de feminicidio, tal como se detalla a 
continuación: 
a) Adecuación o idoneidad: 
- Exigencias: Se identifica el bien jurídico constitucionalmente relevante, que 
se busca proteger a través del artículo 108-Bº del Código Penal:  
Dignidad humana, como derecho fundamental reconocido en el artículo 1º de 
la Constitución. 




Integridad física, como derecho reconocido por el artículo 2º inciso 1 de la 
Constitución. 
Ahora, corresponde analizar si la medida legislativa bajo examen se constituye 
en un medio adecuado para lograr el fin de relevancia constitucional ya 
identificado:  
Aquí cabría plantearse la siguiente interrogante, ¿La medida legislativa 
(artículo 108-Bº del C.P.) configura un medio idóneo o apto para la prosecución 
del objetivo (preservar el bien jurídico dignidad humana y vida)? 
Una primera respuesta, parecería considerar que la medida legislativa del 
artículo 108-Bº sí resulta idónea, por cuanto consigue proteger el derecho 
(constitucionalmente relevante) a la vida y dignidad humana, en casos de 
feminicidio. 
Por ello, este primer presupuesto queda superado. 
 
b) Necesidad:  
En este segundo presupuesto es necesario plantearse la siguiente interrogante: 
¿Existen otros medios alternativos al artículo 108-Bº del Código Penal que no 
sean gravosos o, al menos, que lo sean en menor intensidad? 
Sobre este extremo, no existen medidas alternativas igualmente eficaces y 
necesarias para la preservación del derecho vida, dignidad humana e integridad 
física, toda vez de que, en los delitos de homicidio, homicidio calificado o 
parricidio, se preserva el bien jurídico vida en sentido estricto, de cualquier 
persona; sin embargo, en el delito de feminicidio se busca proteger además de 
la vida, bienes jurídicos como la dignidad humana o integridad física 
únicamente de la mujer, y para tal efecto, el legislador ha dispuesto que el tipo 
penal tenga sus propios presupuestos y agravantes. Aunado a ello, las penas 
privativas de libertad, en los delitos antes mencionados (parricidio, homicidio 
calificado), la sanción punible oscila en un similar cuántum punitivo que el 




Por ende, respecto a este presupuesto, se podría afirmar que la medida 
legislativa si constituiría un medio necesario para la protección de dichos 
bienes jurídicos. 
c) Proporcionalidad: 
Para realizar el análisis de este tercer y último presupuesto, es menester identificar 
los derechos materia de ponderación: 
Derechos en colisión: Vida – Dignidad Humana – Integridad Física -  
Es decir, este presupuesto se basa, de acuerdo a la Sentencia del Tribunal 
Constitucional (2008) recaída en el Expediente N° 579-2008-PA/TC, en que: 
“Cuanto mayor es el grado de la no satisfacción o de la afectación de un principio, 
tanto mayor tiene que ser la importancia de la satisfacción del otro” (fj. 25).  
Para un mejor entender: 
Derecho que se encuentra en el grado de realización del fin de la medida estatal 
penal objeto de control: Derecho a la vida – Derecho a la dignidad humana – 
Derecho a la integridad física. 
Derecho que radica en el grado de afectación del derecho fundamental 
intervenido: Derecho a la igualdad ante la ley2. 
Para que se supere este presupuesto, el primer derecho debe ser equivalente al 
segundo, es decir, la afectación de un derecho debe ser proporcional a la 
satisfacción del otro3. Es cierto que la igualdad ante la ley es un derecho jurídico 
de rango constitucional; sin embargo, no es menos cierto que el derecho a la vida 
se configura como el eje base para los demás derechos fundamentales, máxime, si 
la dignidad humana es fundamento primordial y contenido esencial de todos los 
derechos, incluyendo, el derecho a la vida, integridad física e incluso, la propia 
igualdad ante la ley. 
No se trata entonces de una mera discusión que recae en una aparente 
discriminación por razón de sexo; el contexto global y, en estricto, la coyuntura 
                                                 
2 Ello tomando en cuenta el extremo que discute la constitucionalidad de esta figura por una aparente 
discriminación por razón de sexo. 
3 En este escenario no sólo se está ante un derecho, sino frente a tres derechos constitucionales. 
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nacional y las propias cifras estadísticas, presentan un panorama que obliga al 
legislador a adoptar medidas que busquen la realización y efectiva protección de 
bienes jurídicos que se han visto tan mermados en los últimos años, sin que ello 
suponga, una discriminación por razón de sexo. La pregunta que por sentido 
común se debería realizar es: ¿en qué medida se afecta la igualdad – de los 
hombres – con este enunciado legal?, piénsese tan sólo en la desigualdad real que 
a la fecha viven todavía las mujeres producto de estereotipos de género. 
No obstante, si se realiza una ponderación de bienes jurídicos protegidos, es decir, 
una ponderación entre un derecho que se vulnera como el derecho a la dignidad 
humana, vida e integridad física, frente a un derecho que se pretenda restringir 
como el de igualdad ante la ley, indudablemente se debe optar por proteger el 
núcleo duro de los tres derechos mencionados. 
Por tales consideraciones, al ser el grado de realización del fin constitucional, 
mayor al grado de intensidad de la afectación en el derecho, se lograría superar 
también este tercer presupuesto; por ende, la medida legislativa del artículo 108-
Bº del Código Penal resulta ser constitucional, de acuerdo a los estándares que 
establece la propia Constitución de 1993. 
Ahora, se presenta el tema del feminicidio como problema público en Lambayeque. 
En principio, el feminicidio, en la mayoría de los casos proviene de una violencia contra la 
mujer, la misma que se evidencia desde el control que ejercen los hombres en la toma de 
decisiones que tengan que ver con el hogar y en las decisiones de las propias mujeres. 
Verbigracia, en una sociedad machista se considera que el hombre debe controlar la forma 
de vestir y el estilo de vida de una mujer, las salidas, el trabajo o las amistades; mostrando 
un panorama de dominación, toda vez que la mujer pierde el control de sus decisiones y 
acciones (Sánchez, 2013). 
El tema del feminicidio y violencia se analiza hoy en día como un problema de salud pública, 
existiendo la necesidad de que el Estado despliegue programas de detección y realice 
intervenciones eficaces (Casique y Ferreire, 2006). 
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Por ello, tal y como lo afirman Gimenez, Patriota, Silva, Rolim, Rolim (2017) el problema 
de feminicidio se presenta en las diversas culturas del mundo, reconocido como un fenómeno 
de salud pública, que evidencia las relaciones de poder que existe en la sociedad de los 
hombres respecto de sus parejas; configurándose de este modo, como una de las principales 
formas de violación de derechos humanos. Ello se apoya con lo vertido por Oliveira (2018), 
cuando enfatiza que, si bien las mujeres son reconocidas como sujetos de derecho 
independientemente de su identidad, esta realidad en la práctica no existiría por cuanto a 
diario se violan flagrantemente los derechos humanos de éstas. 
En ese sentido, en palabras de Dador, Mujica y Tuesta (citados en Pérez, 2017), en los 
últimos años, han surgido nuevas modalidades de agresión contra las mujeres en América 
Latina, situación que originó el despliegue de reformas penales y procesales penales, sobre 
el tema. Verbigracia, el caso del feminicidio, que fue tipificado como delito en 10 países, 
debido a la igualdad de género que buscaba la sociedad. 
Frente a ello, cabría plantearse la siguiente interrogante ¿el delito de feminicidio acabará con 
la implementación de nuevos tipos penales? La respuesta a criterio de la autora, es un rotundo 
no, toda vez que, el endurecer las penas o implementar nuevos delitos, no es un elemento 
disuasivo para la conducta del agresor, de ahí que, en los últimos años, las muertes de 
mujeres se han ido incrementando de manera desmesurada, pese a que en el 2015 se 
promulgó la Ley Nº 30068 que incorporaba el delito de feminicidio al Código Penal. Es 
decir, estaríamos frente a un Derecho Penal Simbólico, toda vez que se encuentra tipificada 
una conducta que se repite y comete a diario; por ello, es que la solución se debe encontrar 
en normas extra penales, que busquen, más que sancionar, busquen prevenir la realización 
de estas conductas misóginas. 
Ello es respaldado por Andrade, Ramos, Ciro, Henriques, Caldas (2015), cuando afirma que, 
para comprender el feminicidio en sus diversas facetas, es necesario implementar políticas 
públicas que permita evitar los niveles crecientes de este problema. 
Ahora, tal y como lo afirma Alza (2014), “(…) la agenda pública es el conjunto de temas 
sobre los que la sociedad muestra interés (y el feminicidio se ha ido convirtiendo en un 
asunto de preocupación pública en el sentido de que la comunidad se va preocupando del 
tema (…)” (p. 12). En ese sentido, resulta necesario la intervención del Estado Peruano. Para 
el citado autor, también se cuenta con políticas gubernamentales, que se originan producto 
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de los temas que han logrado pasar la agenda pública a una agenda de gobierno, en donde se 
busca una respuesta por parte de los gobiernos regionales, a través de políticas públicas; es 
justamente el feminicidio un tema que ha logrado pasar el filtro de la agenda pública. 
En los párrafos siguientes se desarrolla la Ley N° 30068, que incorpora el artículo 108°-B al 
Código Penal Peruano. 
La Ley N° 30068, publicada el 18 de julio del 2013, tuvo como objetivo modificar el artículo 
107°, 46° - B y 46°-C, incorporando a su vez, el artículo 108°-B del Código Penal, respecto 
al delito de Feminicidio. Lo que buscaba el Poder Legislativo era incorporar una normativa 
legal que pudiera erradicar, sancionar y prevenir los asesinatos de mujeres por su condición 
de género. 
Ahora, tal y como lo afirma Jove (2017), la citada ley resulta de gran trascendencia su 
conocimiento, por cuanto regula episodios de violencia contra la mujer que se encuentra en 
un estado de vulnerabilidad, episodios que, en un gran porcentaje, podrían desencadenar en 
un feminicidio. 
Frente a ello, cabría preguntarse ¿Acaso con este nuevo tipo penal se pretendía erradicar o 
prevenir los sucesos de homicidios a mujeres por su condición de tal? A criterio de la autora, 
la respuesta es negativa por cuanto, toda norma legal tiene como objeto sancionar, ello es 
indiscutible; sin embargo, prevenir y erradicar resulta ser una utopía, toda vez que la 
punibilidad de una conducta típica, sólo lograría sancionar al autor del mismo, pero de ahí 
para prevenir o erradicar dicho accionar, hace falta que el tipo penal se complemente de 
políticas públicas que coadyuven a los objetivos que persigue el legislador.  
Un aspecto que destaca Huaroc (2013) es respecto de que en el tipo penal del 108 – B, debe 
incluirse a las niñas como víctimas de feminicidio, por constituir un sector de la población 
vulnerable; según el citado autor, se estaría incurriendo en una discriminación si no se 
incluye a las niñas como parte del sujeto pasivo de este delito. Sin embargo, incluir este 
grupo de población como parte de las víctimas, estaría excediendo los alcances del artículo, 
porque existen alternativamente otros delitos como un homicidio calificado, en donde el 
cuántum de la sanción punitiva es también alto.   
En el siguiente apartado se desarrolla el tema de los factores criminológicos del feminicidio. 
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En principio, tal y como postulan Ludemir, Barreto de Araujo, Alves, Correa y Pereira 
(2017), entender los factores criminológicos de un delito ayudará a los responsables de 
formular las políticas públicas y a los encargados de salud pública a poder implementar 
estrategias de intervención. 
En ese sentido, desde el punto de vista de Bendezú (2018), los factores que tienen incidencia 
directa en el feminicidio, son sociales, psicológicos y económicos. Para la autora, los 
primeros hacen referencia al machismo y patrones sociales de patriarcado. Sobre ello, 
Franzoi, Godoy Serpa y Nunes (2011) argumentan que, pese al avance de una visión lejos 
del machismo, aún persisten los puntos de vista conservadores. 
Respecto a los factores psicológicos, se hace referencia a los factores internos del agresor 
que lo conllevan a cometer un asesinato, pudiendo ser los celos4, patología de su 
personalidad o trastornos emocionales. Sobre este punto, resulta necesario citar a Priolo, 
Padovani y Williams (2019) cuando sostienen que los hombres abusadores presentan un 
índice de celos y ansiedad mayor al de un hombre no abusador; es decir, para los autores, la 
combinación de celos y ansiedad es el factor interno del hombre, que desencadena un hecho 
de violencia. 
Así también, Costa, Gomes, Almeida, Pinheiro, Almeida, Gondim, Silva, Campos, Silva y 
Lima (2016) agregan que, la violencia contra la mujer y feminicidio es una práctica cultural 
instaurada en la sociedad, siendo las reglas sociales de celos, sumisión femenina y poderío 
masculino, los que influyen esa práctica. Sumado a ello, tal como postulan Da Silva, Falbo, 
Figueiroa y Cabral (2010), el consumo de alcohol es uno de los indicadores que genera que 
las conductas agresivas aumenten.  
Para ahondar más sobre ello, Veiga (2009) enfatiza que, la violencia con la que actúan los 
agresores – en su mayoría, es a causa del poco apoyo parental recibido en su infancia. 
Finalmente, respecto a los factores económicos, estos tienen que ver con la relación de 
dependencia que tiene la víctima con su agresor, toda vez que en la mayoría de los casos, las 
mujeres no deciden separarse porque dependen económicamente de su pareja, situación que 
las mantiene al lado de su agresor, pese a los maltratos constantes a los que están sometidas. 
                                                 
4 En palabras de Benavides (2015): “ (…) los celos no constituyen un acto pasional, sino que son parte del 
patrón de dominación” (p. 89). 
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Desde la óptica de Quispe, Curro, Córdova, Pastor, Puza, Oyola (2018), existen factores o 
variable básicas que aumentan el riesgo de que la mujer sea sometida a agresiones por parte 
de su pareja; verbigracia, los problemas económicos, la cantidad de hijos, los hijos de 
relaciones anteriores, el lugar de procedencia, la diferencia de edades, el grado de instrucción 
de ambos, la ocupación actual. Además de ello, los antecedentes tanto de la víctima como 
del agresor, son importantes, por cuanto la violencia se incrementará si el agresor tiene 
antecedentes o denuncias previas, o si la víctima ha pasado anteriormente por escenarios 
similares. 
Por su parte, Olivera (como se citó en Chávez y Difarnecio, 2014), enfatiza en que el 
feminicidio se constituye como un sistema que desconoce los derechos humanos de la mujer, 
y que las causas frecuentes son: “(…) la pobreza, el desempleo, la desestructuración de la 
economía” (p. 33-34), entre otros factores que producen un quiebre en la familia nuclear. 
Según afirma el autor, la mujer padece violencia no únicamente de mano de las personas, 
sino por parte del Estado, que no la protege político, cultural y socioeconómicamente. 
Ahora, a fin de cumplir con uno de los objetivos específicos de la presente investigación, se 
desarrolla el análisis de la Base de Datos del Ministerio Público, respecto a los feminicidios 
ocurridos durante el período 2014 – 2017 en la Región Lambayeque; dicho análisis hace 
énfasis en los factores o variables básicas de las mujeres asesinadas. 
En principio, empleando las palabras de Velásquez (como se citó en Laurenzo, 2012), en el 
campo de la criminología, ha cobrado mayor realce, por un lado, el análisis de los factores 
con carácter discriminatorio que provocan el asesinato cruel y violento de las mujeres, y por 
el otro lado, el identificar las tasas estadísticas que permita cuantificar el feminicidio. Por 
ello, el no contar con factores o criterios concretos para analizar este tipo de homicidios, 
dificulta que se lleve un seguimiento y control idóneo de las respuestas de las autoridades 
(Comisarías, Ministerio Público y Poder Judicial) frente a esta situación. 
Por su parte, Becker, De Oliveira, Romijn, Pina – Roche (2015), afirman que, de un análisis 
de la población de mujeres que denuncian, se advierte que falta mayor autonomía financiera 
y una mayor autoestima en las víctimas, que les permite gestionar su vida y la de sus menores 
hijos; esta situación aísla a las mujeres de sus relaciones sociales con los demás miembros 
de la sociedad. 
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Es en ese sentido, que el médico legista Jesús Montenegro Serquén, hace 12 años tuvo a bien 
recopilar los protocolos de necropsia de todas las personas que fallecen a diario, en el 
departamento de Lambayeque. Por ello, en la presente investigación se revisó los protocolos 
de necropsia de las víctimas que cumplieran con los criterios de selección, tales como el sexo 
y la causa de muerte; después, se revisó los procesos a nivel fiscal de cada una de las 
víctimas, siendo que el total de 24 casos seleccionados, se encontraban con sentencia o aún 
en proceso por el delito de feminicidio.  
Una vez realizada la selección de casos materia de estudio, se procedió al análisis del primer 
indicador, referido a la edad de la víctima (Ver Anexo Nº 1-C). En ese sentido, se denota 
que, del total de víctimas, 15 de ellas oscilan entre 20 y 40 años, mientras que otras 09 
mujeres tienen más de 40 años. Es cierto que el feminicidio se puede dar en cualquier edad 
de la mujer, no obstante, en el análisis de los protocolos de necropsia de la presente 
investigación, las mujeres al momento de morir tenían una edad promedio entre los 20 y 40 
años., siendo este rango de edad en donde las mujeres empiezan a afianzar sus relaciones 
personales y afectivas.  
Ahora bien, otro de los indicadores extraídos de la base de datos es el estado civil de la 
víctima (Ver Anexo Nº 1-D). Se evidencia que 19 mujeres fueron solteras, sólo 04 de ellas 
tenían la condición de casada; demostrándose así que, en un gran porcentaje la muerte de 
una mujer se produce dentro de una relación convivencial, y no matrimonial, cuando las 
mujeres se encuentran en plena etapa reproductiva. Es una realidad que hoy en día, las 
parejas prefieren convivir antes que contraer matrimonio. 
Por otro lado, respecto al tercer indicador sobre el lugar de procedencia de la víctima (Ver 
Anexo Nº 1-E) en un porcentaje mayoritario, las víctimas provienen de distritos de zonas 
alejadas o rurales, es decir, debido a las costumbres o crianza, son más propensas a sufrir 
actos de violencia que terminan en un feminicidio anunciado. En zonas como Niepos, 
Aramango, Huancabamba, o Llapa, las personas tienen limitaciones para poder acceder al 
servicio de justicia y también de educación, esto es, no pueden acudir a una escuela, y en el 
caso de las mujeres, desde pequeñas se dedican a labores domésticas o labores del campo, 
siendo que, por falta de información o conocimiento, no se atreven a denunciar cuando son 
víctimas de un acto de agresión por parte de su pareja, es más, ellas ven de forma normal 
estos hechos de violencia.  
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Asimismo, otro indicador es el referido al grado de instrucción de la víctima (Ver Anexo Nª 
1-F), situación que otorgó notoriedad por cuanto 12 de las víctimas, eran iletradas o no tenían 
primaria ni secundaria completa, es decir, no tuvieron la oportunidad de continuar con sus 
estudios superiores. Si bien, el feminicidio no distingue grado de instrucción, cultura o raza, 
lo cierto es que la realidad de este indicador (de acuerdo a los protocolos de necropsia 
analizados) guarda conexión con lo manifestado en el párrafo precedente, toda vez que las 
mujeres - en un porcentaje mayoritario -, que viven en zonas alejadas tienen menos 
oportunidades de continuar con sus estudios, lo que conlleva a una falta de conocimiento, 
por ejemplo, de los derechos con los que cuenta cada una de ellas, y la protección que el 
Estado les brinda (en teoría), frente a hechos de violencia física o psicológica. 
Así también, respecto al penúltimo indicador sobre la ocupación de la víctima (Ver Anexo 
Nº 1-G), se denota que 12 de ellas eran amas de casa, y sólo 5 de ellas se encontraban 
estudiando. Como es de verse, las mujeres no tenían trabajo u oficio conocido, dedicándose 
a las labores del hogar, lo que conllevaba a que dependan económicamente de sus parejas, 
siendo este factor el que las mantenía al lado de sus agresores, pese a los constantes 
maltratos. Así también, se puede afirmar que los hombres ven a sus parejas como su 
propiedad, porque dependen económicamente de ellos. Tal situación se podría configurar 
como un factor de riesgo para que los hombres recurran a la violencia. 
El último indicador, es referido a la causa que provocó la muerte de la occisa (Ver Anexo Nª 
1–H), 12 de ellas murieron por proyectil de arma de fuego, 6 por un agente contundente duro 
y 4 por arma blanca. Las lesiones ocasionadas por arma de fuego, se dieron mayoritariamente 
en la cabeza, las ocasionadas por arma blanca fueron en su totalidad por degollamiento, y 
las de agente duro por traumatismos encefálicos. 
Finalmente, se hizo un cruce de información, consultando las denuncias previas que tenían 
las víctimas de feminicidio, siendo que 10 de las víctimas tenían denuncias anteriores por 
violencia familiar con sus convivientes, lo que hace indicar que estas mujeres ya tenían 
antecedentes de haber sido víctimas de violencia por parte de sus propias parejas, quienes 
finalmente terminaron asesinándolas, es decir, la mujer dio señales para recibir el apoyo de 
las autoridades, no obstante, poco o nada se pudo realizar, porque el feminicidio terminó 
concretándose. 
A continuación, se explica el tema de las políticas públicas sobre el delito de feminicidio. 
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El proceso de elaboración de una política pública de Estado incluye a los diversos sectores 
de un país, desde el Presidente de la República, los parlamentarios, partidos políticos hasta 
las empresas o sindicatos de trabajadores; cada uno de ellos, tiene un rol importante por el 
aporte que pueden brindar desde su experiencia. A su vez, Scott (1994), sostiene que una 
política de gobierno implica iniciativa y un enfoque multidisciplinario en el desarrollo del 
proyecto. 
Lo cierto es que una política de estado se evidencia en las acciones que despliegan los actores 
que trabajan a diario para conseguir los objetivos estratégicos que se plantean, y que tienen 
muy claro cuál es el rol que deben desempeñar para lograrlo (Comité de Políticas de la 
Asociación Colombiana de Psiquiatría, 2008). 
El empleo de instrumentos políticos que acompañen la reforma de un tipo penal, coadyuva 
a mejorar la administración de justicia, obteniendo mejores resultados; sin embargo, resulta 
necesario que el problema del feminicidio o violencia de género sea atendido de manera 
integral (Bejarano, 2014). 
Por su parte, Fiestas, Rojas, Gushiken, Gozzer (2012) postulan que: “La violencia doméstica 
es un problema muy frecuente que ha llevado a una serie de organismos de la sociedad civil 
y gobiernos a promover políticas públicas para reducir su frecuencia e impacto sobre la 
sociedad” (p. 45). 
Es en ese sentido, que el Estado Peruano no siendo ajeno a esta realidad político criminal, 
ha desplegado determinadas políticas que permita reducir los índices de feminicidio, tal 
como el Plan Nacional de Violencia contra la mujer (2016-2021), que se desarrolla a 
continuación. 
En opinión de Minchán (2018), este plan nacional constituye una política pública desplegada 
por el Estado, a fin de poder combatir el problema de la violencia y feminicidio contra las 
mujeres. 
Esta política pública se promulgó mediante Decreto Supremo Nª 003-2009-MIMDES, cuyo 
objetivo era defender los derechos y libertades de toda mujer para una vida sin violencia, 
desde el gobierno central y gobiernos regionales. 
Al promulgarse este Plan Nacional, se creó una Mesa de Trabajo inter sectores, que estaba 
conformada por organismos del gobierno relacionados con el tema de justicia y protección 
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social, ello con el fin de poder conseguir estrategias que ayuden a una correcta atención, 
reducción y prevención del feminicidio (Minchán, 2018).  
Como parte de los objetivos de este Plan Nacional, el gobierno peruano buscó crear una base 
de datos que indique el acceso de las víctimas a los servicios de administración de justica o 
salud. Sin embargo, el Estado advirtió que, a la fecha, no se cuenta con una base de datos 
nacional que unifique o integre los registros que se dan a nivel policial, judicial o fiscal. Por 
ello, es que se recomendó la creación de una base de datos integrada de carácter nacional 
(Minchán, 2018). Ello se apoya con lo manifestado por Espinosa, Gutiérrez, Mena y Córdoba 
(2008) cuando destacan la necesidad de contar con un sistema de vigilancia a fin de mejorar 
los servicios de acceso y tratamiento a las víctimas, así como también, mejorar la 
información que se brinda a las autoridades responsables de elaborar las políticas públicas. 
Sobre ello, se considera indispensable que el país pueda contar con una base de datos en 
donde se pueda realizar un seguimiento interinstitucional, respecto de los casos o denuncias 
de violencia o agresiones en contra de las mujeres, de lo contrario, los esfuerzos que viene 
haciendo el Estado, resultarían innecesarios. Además de ello, dicha base estadística, debe 
contener las condiciones sociodemográficas tanto de víctima como de victimario, así como 
las circunstancias en que se cometió el delito; estos datos se podrán obtener de las 
investigaciones policiales realizadas (Freitas, Meneghel y Flores, 2017).  
Ahora, esta política que desplegó el gobierno peruano, contó además con políticas de 
prevención. En el primer objetivo se planteó como política preventiva, el sensibilizar tanto 
a autoridades nacionales, como de gobiernos regionales y locales respecto al tema de 
violencia contra la mujer; además, fortalecer el control o seguimiento sobre las políticas que 
desplegaba el Estado. Para poder conseguir ello, se planteó como actividades, capacitar a las 
autoridades, mesas de trabajo, así como fortalecer las redes comunitarias de carácter social. 
En el segundo objetivo estratégico, el Estado buscó mejorar el acceso a la administración de 
justicia de las mujeres víctimas de maltrato, así como la atención que deben recibir. Para 
lograr ello, fijó como actividades, capacitar a las organizaciones de mujeres, a los líderes de 
la comunidad y a las propias comisarías, sobre el apoyo que debe recibir la víctima; además, 




Además, de este Plan Nacional, el Estado ha desplegado otras políticas como la 
promulgación de la Ley Nª 30364. En la citada ley se desarrolla el tema de las medidas de 
protección a favor de las mujeres violentadas; por ello, en el apartado siguiente se abunda 
sobre este contenido. 
A fin de brindar una conceptualización sobre este último tema, Echegaray (2018) concibe a 
las medidas de protección como “un mecanismo legal para que, de una manera ágil, el Juez 
de Familia ordene una acción para alejar a la víctima de la acción que lesiona integridad 
física o psíquica” (p. 57). 
En la práctica jurídica, por lo general, estas medidas de protección se otorgan en un contexto 
de violencia familiar, en donde habiendo denunciado en sede policial o fiscal hechos por 
maltrato físico, psicológico o verbal, el Juez de Familia, teniendo los actuados resuelve 
otorgar o no, medidas de protección a favor de la denunciante, con el fin de prevenir futuros 
actos de violencia aún mayores. 
No obstante, las medidas de protección que otorga el Juez de Familia, deben estar 
enmarcadas dentro de determinados parámetros, que establece 5la Ley Nº 30364 (2016) – 
“Ley para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres e integrantes del grupo 
familiar”. En ese sentido, en su artículo 37º, en el numeral 1, se hace referencia a las 
características particulares de cada caso, debiendo necesariamente evaluarse la Ficha de 
Valoración de Riesgo, bien sea en mujeres que son víctimas de violencia, o en niños o 
adolescentes. En esta ficha de valoración, se realizan una serie de preguntas que permitirán 
determinar, la dependencia de la víctima con su agresor, si existen previamente denuncias, 
si ya ha sido amenazada anteriormente, entre otros aspectos que permitirán concluir el riesgo 
en el que se encuentra la denunciante, pudiendo ser severo, moderado o leve. 
En el numeral 2 del artículo 37º se hace énfasis en que las medidas de protección deben ser 
otorgadas de forma célere, caso contario acarrearía una responsabilidad de carácter 
funcional. En la práctica jurídica, se suelen dar, por lo general, dentro del mes en donde se 
denunciaron los hechos. 
Finalmente, el citado artículo hace mención de una serie de medidas que el Juez de Familia 
puede adoptar, indistintamente a las ya establecidas en el artículo 22º de la Ley 30364. Se 
                                                 
5 Aprobada mediante Decreto Supremo Nº 009-2016-MIMP. 
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señala que, sin perjuicio de las medidas de protección que son reguladas por Ley6, el Juez 
de familia puede, discrecionalmente, otorgar las medidas señalas en el citado inciso.  
Ahora, después de haberse dictado las medidas de protección mediante resolución emitida 
por el Juez de Familia, los actuados se remiten a la Fiscalía Penal de Turno de la jurisdicción 
competente, a fin que se proceda conforme a su competencia y atribuciones. Es decir, en 
sede fiscal, el representante del Ministerio Público evaluará si el hecho constituye o no 
delito, a fin de calificar la denuncia, bien sea aperturando diligencias preliminares o el 
archivo de todo lo actuado. A manera de verbigracia, si se está frente a una agresión 
psicológica, el fiscal debe evaluar el Informe Psicológico en donde se concluya que la 
agraviada presente afectación psicológica, conductual o cognitiva, tal como lo exige el 
artículo 122- B del Código Penal, de no ser así, si se concluye, por ejemplo, afectación 
emocional o reacción ansiosa, el fiscal se encuentra en la posibilidad de archivar el proceso. 
Pese a todo lo citado hasta aquí, es notorio que los esfuerzos del Estado no han sido suficiente 
para llevar este problema social a tasas socialmente tolerables. Por ello, se concuerda con 
Fiestas, Rojas, Gushiken, Gozzer (2012), cuando destacan que a pesar de la gran 
trascendencia, a la fecha son pocos los estudios que se ha realizado en el Perú para explorar 
a profundidad sobre este tema, que puedan brindar información a efectos de identificar a los 
grupos de riesgos, y localizar sus causas y mecanismos, máxime si existen informes oficiales 
dispersos, que no logran unificar una sola información, para que los operadores de justicia 
puedan tomar decisiones basadas en una evidencia empírica. 
Benavides (2015), no se equivocaba al manifestar que si bien a la fecha, se ha recorrido un 
camino importante, aún persisten problemas sobre violencia y discriminación que deben 
resolverse. 
Simultáneamente, se desarrolla a grandes rasgos, posibles propuestas de solución para este 
fenómeno social, que se plasma más adelante en un Plan Nacional. 
En opinión de Chávez (2018), el problema social del feminicidio se puede combatir desde 
la política criminal con campañas de sensibilización sobre todo en los colegios o 
instituciones; además, el autor sostiene que la educación es básica para hacerle frente a este 
mal social, toda vez que en la actualidad los centros educativos se centran en llenar de 





conocimientos a los alumnos, dejando de lado la enseñanza en igualdad de derechos, así 
como la redefinición del rol de la mujer en la familia y los grandes efectos negativos que 
genera hoy en día, la violencia de género.  
Para el citado autor, el problema del femicidio se podría combatir también con políticas de 
seguridad ciudadana, que involucre a la sociedad en su conjunto, esto es, que se erradique la 
indiferencia de las personas frente actos de violencia; verbigracia, que los propios vecinos, 
amistades o conocidos de la víctima, puedan denunciar si ésta no se decide a hacerlo. 
Tal como postula San Segundo y Codina (2019), para abordar el problema de violencia de 
género se debe analizar desde el ámbito educativo para su prevención, toda vez que se debe 
estudiar las actitudes mentales o valores que identifican a un determinado grupo social, en 
un trabajo conjunto de los 03 poderes del Estado, medios de prensa, sociedad y sector 
educación. 
De Souza, Santos, Veloso, Aparecida, Souza, Cangussu (2014), destacan que es necesario 
que se implemente programas contra la violencia, que se desarrolle en universidades, 
colegios y centros de salud, a efectos de que se produzcan cambios en estos contextos. 
Asimismo, Signorelli, Taft, Gomes (2012), proponen - desde su perspectiva -, que los 
psicólogos ante un caso de violencia puedan trabajar con todos los miembros de la familia. 
Sumado a ello, Monique y Carvalho (2016) hacen énfasis en que las investigaciones deben 
estar centradas en la opinión de los niños, adolescentes y familias, porque son ellos quienes 
viven de cerca, los conflictos familiares. En ese sentido, de acuerdo a los resultados que se 
puedan obtener de esta población vulnerable, se podrá tener contribuciones que ayuden a 
desplegar estrategias de prevención, que terminen con el lazo familiar de violencia (Soccio, 
Carvalho, Iossi, Regina, Bertoldi y Mendes De Souza, 2007). 
Asimismo, Vara (2015) destaca la importancia de que las empresas puedan implementar un 
modelo de gestión a fin de prevenir la violencia contra la mujer. Para Santi (2016) en el Perú, 
no existen a la fecha, investigaciones que estudien el costo empresarial que implica tener 
casos de violencia en las trabajadoras, ya que implicaría grandes pérdidas económicos para 
los empresarios, si sus trabajadoras son agredidas o sus trabajadores son agresores. 
Por su parte Aranguri (2018), señala que antes de que se recurra al Derecho Penal, entendido 
como última ratio (es decir, cuando todas las vías anteriores no han sido eficaces), se debe 
pensar en proponer políticas sociales, culturales y económicas que permitan reducir las tasas 
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de feminicidio, por cuanto la criminalización de las conductas no es la solución al problema. 
En ese sentido, el citado autor propone las siguientes políticas públicas para hacerle frente 
al feminicidio: 
A. La primera de ellas, hace referencia a la necesidad de que la mujer pueda intervenir en 
procesos de toma de decisiones y ejercer el poder en sus distintas manifestaciones; solo 
de esta manera se podrá hablar de una distribución equitativa en derechos. Para ello, el 
Estado Peruano debe promulgar o modificar leyes que incluyan - en política -, un 
porcentaje igualitario de las mujeres del país, además, se debería incrementar el número 
mínimo de género en los partidos políticos, sobre todo en las regiones de selva y sierra, 
en donde mayor escenario tiene el patriarcado en el poder público. 
Sobre este extremo, Simon, Espíndola, Coelho de Souza, Filgueiras. (2018), señala que 
hoy en día, el sector público ya se encuentra dominado con la presencia masculina, toda 
vez que, debido a las asociaciones u organizaciones feministas, esta situación ha ido 
evolucionando; pese a ello, lamentablemente aún persiste el poder de dominación del 
hombre respecto a la mujer. 
B. Otra política que implementaría el citado autor, tiene que ver con el ámbito educación. 
Así, propone, un cambio en el currículo escolar, debiendo modificarse los textos escolares 
de primaria y secundaria, a fin de que fomenten un estándar en los roles sociales y 
sexuales que coadyuven a que el estudiante pueda entender la relación asimétrica dentro 
de su familia. De igual forma, se debe capacitar a docentes y directivos que laboren en 
centros educativos, para que puedan detectar posibles episodios de violencia en el 
estudiante o en su familia. 
C. Una tercera política que el autor propone, es respecto a la capacitación sobre 
tratamiento a las mujeres víctimas de violencia, que deben recibir tanto efectivos 
policiales que realizan las intervenciones policiales o asientan la denuncia por violencia, 
como los psicólogos del Centro de Emergencia Mujer y Médicos Legistas, ello en razón 
de que son ellos quienes atienden en primera instancia a las víctimas, y de acuerdo a las 
actuaciones de estos, se podrá definir el futuro de una investigación penal. 
Sobre este último punto, es necesario mencionar a Albuquerque, Vasconcelos, Acevedo, 
Rubio y Pastor (2014), cuando señalan la importancia de la intervención del personal de 
los centros de salud, porque son ellos quienes deben apoyar, promover y rehabilitar la 
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salud física o psicológica de la víctima. Asimismo, Cancado, Black, Pereira y Concha 
(2017) enfatizan que, el personal de salud se encuentra en la obligación de dar cuenta a 
la autoridad policial, en caso detecte un caso de agresión en contra de cualquier integrante 
del grupo familiar. 
D. Para el citado autor, se debe, además, crear un mecanismo (programa o sistema) que 
pueda monitorear y hacer un seguimiento a las denuncias de violencia que interponen las 
mujeres, a efectos de verificar si se está cumpliendo con la normativa vigente, por 
ejemplo, las medidas de protección que se le brinda a la mujer en un Juzgado de Familia. 
E. Se propone también, la creación de casas de refugio, que pueda albergar a todas las 
mujeres víctimas de violencia, así como a sus hijos o personas que dependan de ellas. 
Sumado a ello, es menester señalar lo indicado por Moura, Nunes, Xavier, Almeida, 
Basilio, De Castro (2013), cuando sostienen que los niños también deben ser protegidos 
por el Estado, porque son afectados, al presenciar los conflictos familiares, afectando su 
psicología. 
Por otro lado, Gutierrez (2017), afirma que “(…) la vida de la mujer frente a actos de 
violencia de género, no sólo debe protegerse de modo simbólico en una norma punitiva; 
sino que esta protección debe efectivizare de un modo integral en etapas previas al 
Derecho Penal (…)” (p. 69).  
Sobre esta afirmación, el citado autor propone dos medidas de prevención que podrían 
ser implementados en una política pública estatal. La primera de ellas, está referida a la 
implementación de casas hogares que puedan acoger a las mujeres que han sido víctima 
de violencia familiar; sobre esta medida, se considera que, si bien es necesaria, el Juez de 
Familia tendría que evaluar la particularidad de cada caso; verbigracia, si la agraviada 
presenta una afectación física, psicológica y ha sufrido de amenazas por parte de su 
agresor, debería de darse esta medida a su favor. 
Otra medida que propone es respecto a la implementación de una unidad de psiquiatría 
forense que pueda tratar tanto a víctima como a victimario. Sobre ello, si bien en la 
actualidad el Juez de Familia resuelve que la agraviada y el agresor asistan a terapia 
psicológica, ello debería ser de manera más efectiva, porque en la mayoría de los casos 
las partes no asisten a dichas terapias. En ese sentido, se debe realizar un seguimiento a 
cada uno de los involucrados en el proceso, a fin de que puedan cumplir con todas las 
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sesiones de su tratamiento psiquiátrico. Además, el agresor no debería ser evaluado por 
un psicólogo clínico, sino por un psiquiatra que pueda determinar, por ejemplo, los rasgos 
de personalidad de este, la tendencia de agresividad, entre otros factores que puedan 
influir en el análisis que se realiza cuando los actuados son remitidos en sede fiscal.  
En este último apartado se tratará el tema del feminicidio en algunos países del mundo. 
Desde la perspectiva de Fonseca, Godinho, Luporini y Barbieri (2017), debido a que el 
problema de feminicidio y violencia ha ganado presencia en diversos estados, ello ha 
permitido a diferentes países desplegar programas y políticas sociales tendientes a abordar 
este problema.  
En ese sentido, se inicia con las políticas de gobierno que ha adoptado el Estado de Costa 
Rica. 
El país de Costa Rica en el 2007, a través de la Ley de penalización de violencia contra las 
mujeres, tipificó el delito de feminicidio, siendo el primer país en América Latina que 
debatió y tipificó esta figura (Laurenzo, 2012). 
Respecto a las tasas de feminicidios en Costa Rica en los últimos años, estas se presentan de 
la siguiente forma: 
Año 2014 2015 2016 2017 2018 
Número de 
feminicidios 
24 27 26 26 24 
Fuente: Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia 
Como es de verse, la cifra de feminicidios en Costa Rica, es mínima en similitud con otros 
países. Es cierto, que la cantidad de habitantes (alrededor de 5 millones), es también menor; 
sin embargo, los datos estadísticos se mantienen, no aumentan ni disminuyen notoriamente, 
lo que hace 
A mediados del 2017, el Estado Costarricense presentó la Política Nacional para la Atención 
y la Prevención de la Violencia contra las Mujeres, que tenía una vigencia de 15 años, esto 
es, hasta el año 2032. El objetivo principal de esta política nacional, es el de motivar un 
cambio de paradigma en el machismo tradicional, así como fomentar conductas no violentas 
por parte del sexo masculino, que puedan propiciar la igualdad, que pueda disminuir el 
silencio e impunidad de los casos de violencia contra la mujer. 
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Tal como lo afirma el portal de la Presidencia de la República de Costa Rica (2017), enfatizó 
que, este Plan Nacional trabajará con población adolescente e infantil que permita desarrollar 
un cambio de cultura que incentive la igualdad y no violencia, justamente por ello se resalta 
la importancia de la interinstitucionalidad en el trabajo que se debe promover en el Ministerio 
de Educación. 
Aunado a ello, se busca minimizar la re victimización en las entidades del Estado, de las 
mujeres violentadas, por el contrario, se mejora el acceso a servicio de justicia, fortaleciendo 
las medidas de protección frente a todo tipo de violencia, que incluye a su vez, el feminicidio. 
Asimismo, otro eje de real trascendencia es el fortalecimiento de objetivos estratégicos que 
permitan a la mujer que vive en violencia, pueda acceder por una temporada más larga, a los 
programas que brinda el gobierno, y que éstos puedan fomentar su independencia económica 
con el fin de evitar la relación de dependencia entre víctima y agresor (Portal de la 
Presidencia de la República de Costa Rica, 2017). 
En suma, lo que busca esta política de Estado es garantizar los lineamientos establecidos por 
las Convenciones Internacionales que han sido ratificadas por Costa Rica, así como la 
protección y atención integral a mujeres víctimas de violencia. 
Lo cierto es que, Costa Rica dentro de los países de América Latina, se encuentra en el puesto 
167, y de acuerdo a los datos oficiales de la Dirección de Planificación Institucional del Poder 
Judicial de Costa Rica en el 2010 habrían ocurrido 31 feminicidios, en el 2011 aumentó a 42 
feminicidios, mientras que en el 2012 disminuyó a 26 asesinatos de mujeres, evidenciándose 
de este modo, que la tasa de feminicidios en este país es notoriamente menor a las estadísticas 
que muestran los feminicidios en el Perú. 
Simultáneamente se presenta las políticas desplegadas por el país de España. 
En principio, se presentan las cifras de feminicidio en el país europeo, en los últimos años. 
Año 2014 2015 2016 2017 2018 
Número de 
feminicidios 
104 113 105 99 98 
Fuente: Feminicidio.net 
                                                 
7 De acuerdo al Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, de 19 países, Costa Rica 
ocupa el puesto 16 con 24 feminidicios por cada 100 000 mujeres. 
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En cuanto al gráfico que se observa, es notorio que los índices de feminicidios en España, 
son altos, ello atendiendo a la cantidad de habitantes de este país europeo. Así pues, tal como 
lo postula Garzón (2015), las distintas dimensiones del problema del feminicidio, tuvieron 
diversos ciclos de atención, por un lado, en la agenda política del Estado; y, por el otro, en 
la agenda de los medios de comunicación. 
Esta situación se ve contextualizada de acuerdo a lo manifestado por Sanz, Heras, Otero y 
Vives (2016), al sostener que, en España durante el 2010, 01 de cada 04 mujeres víctimas de 
feminicidio habían denunciado un acto de violencia anteriormente, de esa población el 54% 
contaban – a la fecha de su deceso – con una medida de protección, siendo ésta una situación 
que otorgaba real preocupación. 
A pesar del marco normativo de España, el problema de violencia y feminicidio contra las 
mujeres subsiste año tras año; por ello, dentro de las políticas desarrolladas se encuentran 
las siguientes (Garzón, 2015):  
(i) El Plan Municipal contra la Violencia Vers Les Dones; que busca empoderar a la mujer 
de habilidades y capacidades, toda vez que dejó de considerar a la mujer como víctima y la 
empezó a llamar superviviente para desterrar a la sociedad patriarcal. Asimismo, un aspecto 
importante a resaltar, es que los centros de salud deben brindar atención integral a las 
mujeres, independientemente si acredita o no violencia física o psicológica; en ese sentido, 
los trabajadores de salud están obligados a garantizar su atención, de acuerdo a la situación 
o gravedad. 
(ii) Centro Municipal de acogida de urgencias; mediante este plan, se cubre hasta por 15 
días, las necesidades básicas de las mujeres víctimas de violenta. Sumado a ello, mediante 
un programa, se identificaba si había signos de una violencia machista, y se asesoraba 
posteriormente, tanto a la mujer como a las personas jóvenes, para que puedan vivir en una 
sociedad libre y respetando los derechos humanos. Esta política iba acompañada con la 
Dirección de Juventud, en donde se brindaba apoyo y acompañamiento a las mujeres 
extranjeras, para que puedan sobrellevar las dificultades de un país distinto. 
Por su parte, Villacampa (2018) señala que, en noviembre del 2017 el país español firmó un 
Pacto de Estado sobre violencia de género, que tenía un período de 5 años. Una de las 
medidas que despliega esta política, es que se incluya como víctimas directas a las madres 
de las personas que fallecen a causa de un feminicidio.  
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Los ejes transversales van desde mejorar la asistencia, ayuda y protección a las víctimas de 
violencia, hasta la protección que se debe brindar a los hijos de éstas. Asimismo, se buscaba 
generar un seguimiento estadístico de las tasas de violencia y feminicidio. 
A continuación, se desarrolla la legislación del país de Paraguay. 
Las tasas de feminicidio en Paraguay, se presentan en el siguiente gráfico: 
Año 2014 2015 2016 2017 2018 
Número de 
feminicidios 
35 37 39 50 57 
Fuente: Observatorio general del Ministerio de la Mujer de Paraguay 
Paraguay tiene cerca de 7 millones de habitantes; por ello, las cifras mostradas, sin 
relativamente altas, atendiendo a la población de dicho país. En ese sentido, La respuesta 
que ha brindado el Estado de Paraguay frente a los asesinatos de mujeres en los últimos ha 
sido clara, toda vez que, a raíz de la Constitución de 1992, el tema ha tomado mayor 
relevancia, mejorando el marco jurídico con el objetivo de brindar una sociedad sin violencia 
para las mujeres. 
En la década de los 90, el Ministerio de la Mujer (anteriormente Secretaría de la Mujer de la 
Presidencia de la República), dio un paso importante en la lucha contra la violencia de las 
mujeres, promulgando un Plan Nacional que buscaba sancionar, prevenir y erradicar este 
mal social. En esta misma década, surgieron por primera vez, las llamadas leyes de la primera 
generación, que contenían sanciones extrapenales dirigida a los agresores de mujeres en el 
ámbito familiar. 
Tal como lo postula Benítez (2018), dentro de las políticas que desplegó el país de Paraguay, 
se elaboró diversos programas concretos, tendientes a desarrollar, en los funcionarios 
públicos, procesos en formación de derechos humanos y violencia de género. Asimismo, se 
crearon comisarías especializadas en atender a las víctimas y, se instalaron además sistemas 
de atención a las víctimas, en hospitales se salud pública. 
Sobre este último punto, referido a los hospitales públicos, Brock, Pereira, Matheus, 
Damasceno, Santos y Lorezini (2017) manifiestan que debido a las agresiones físicas que 
puedan sufrir las mujeres, como hematomas, cortes o los procesos post violencia tales como 
la presión arterial alta, tristeza, descompensación, depresión, resulta necesario que se 
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implemente un espacio de salud que atienda clínicamente a las víctimas. Ello se respalda con 
lo manifestado por Habigzang, Schneider, Petroni y Pizarro (2016), al enfatizar que se 
necesita un estudio que pueda desarrollar un protocolo de intervención que permita evaluar 
el comportamiento de la víctima, a fin de brindarle un tratamiento psicológico. 
A su vez, el Estado de Paraguay ha ratificado una serie de Tratados Internacionales en temas 
de violencia contra la mujer, tales como: (i) la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer (de cumplimiento obligatorio para las 
entidades públicas de Paraguay8), que abarca temas de derechos humanos e igualdad de las 
mujeres en los distintos ámbitos; (ii) la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, que desarrolla los derechos que necesariamente 
deben prevalecer en las mujeres, como el derecho a la vida, integridad física y moral, libertad 
y seguridad personal, entre otros; (iii) el Protocolo de las Naciones Unidas para Prevenir, 
Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente de Mujeres y Niños, que promueve 
la participación de la mujeres en las decisiones del Estado (Benítez, 2018). 
A mediados de la década de los 2000, aparecen las leyes de segunda generación, las mismas 
que ampliaban su ámbito de protección, de una violencia íntima o privada, a una violencia 
en el ámbito público. Asimismo, el derecho penal hacía su aparición para sancionar estos 
actos de violencia, obligándose al Estado a desplegar políticas públicas y un sistema de 
atención a la víctima. Dentro de estas políticas públicas, entre el 2008 y 2012 el Estado 
Paraguayo aprobó un Comité Interinstitucional que era coordinado por tres carteras de 
ministerios como el Ministerio del Interior, de la Mujer, de Salud y el Ministerio Público; 
este comité buscaba brindar atención integral a mujeres víctimas de violencia, por ello se 
realizaron trascendentes políticas públicas, como “ (…) las comisarías especializadas, planes 
y programas específicos de atención a víctimas de violencia de género, doméstica e 
intrafamiliar” (Benítez, p. 88). 
Por último, se procede a desarrollar las medidas públicas que ha adoptado el Estado Chileno. 
En principio, tal y como se ha desarrollado en los países anteriores, se presentan las cifras 
de feminicidio en el país de Chile, en los últimos años. 
Año 2014 2015 2016 2017 2018 
                                                 
8 Todas las recomendaciones que brinda esta Convención, de inmediato debe ser implementadas por los poderes 





40 45 39 43 42 
Fuente: CNN Chile 
A la fecha, Chile tiene alrededor de 18 millones de habitantes, lo que implica que las 
estadísticas antes mostradas, no deben pasar desapercibidas para el Estado Chileno. Por ello, 
desde la óptica de Vásquez (2015), el feminicidio en Chile, debe ir más allá de una 
terminología. El citado autor habla sobre la necesidad de que Chile cuente con cifras exactas, 
que le permitan cuantificar las tasas de feminicidio para que el Estado cumpla su la 
obligación de prevención. Según señala, el Estado ha sido incapaz de poder distinguir cada 
una de las ramas del feminicidio, así como las cifras estadísticas, sin hacer distinciones sobre 
los procesos de muertes de mujeres producto de una convivencia, de aquellos que son a mano 
de personas desconocidas, como un vecino, amigo, etc. 
Por su parte, Flores (2016), postula que, dentro de las políticas de estado que ha desplegado 
el país de Chile, se encuentra las políticas de igualdad que ha cubierto diferentes períodos 
en los últimos años. desde 1991 hasta la fecha. 
Al inicio de la década del 2000 se creó el Plan de Igualdad de oportunidades, que tuvo 
vigencia hasta el 2010, esta política estatal trabajó intersectorialmente, teniendo como 
principal objetivo, transformar las relaciones entre hombres y mujeres 




Fuente: Chávez (2016) 
El primer eje, respecto a la cultura de igualdad, tiene como objetivo estratégico producir 
cambios en las familias, medios de comunicación, educación, etc., que iba, por ejemplo, 
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desde la igualdad entre hombres y mujeres en el sector educación, hasta la eliminación de 
imágenes y programas que incitaran el sexismo. 
El segundo eje, enfatiza en recortar la distancia entre la normativa jurídica sobre violencia 
de género y la realidad, así como dar mayor realce a los derechos de la mujer en el ámbito 
privado, tales como el acceso al servicio de la administración pública y al servicio de salud 
reproductiva o sexual (Chávez, 2016). 
En el tercer eje central, se incorporan los programas de salud mental, asimismo se promueve 
la división igualitaria en los roles familiares que realizan tanto hombres como mujeres, 
además se buscaba incorporar ambientes de recreación que promueva el desarrollo cultural 
de las mujeres. 
El cuarto eje, se refiere al incentivo del emprendimiento de las mujeres, para que puedan 
acceder a sus propios recursos o préstamos económicos. En ese sentido, se buscaba que las 
entidades públicas o privadas eliminaran los obstáculos para acceder al mercado laboral. 
El quinto eje, buscaba la participación de las mujeres en la formulación de políticas públicas, 
esto es, que puedan tener intervención en la evaluación y seguimientos de los planes 
nacionales que desplegara el Estado. 
El último eje central, hace referencia a la participación femenina en los grupos de control 
político – social; el Estado Chileno se comprometía a apoyar estas organizaciones o 
participaciones, fomentando así, el liderazgo de la mujer. 
Otra política de gobierno que incorporó Chile, es la agenda de género que se implementó, y 
que, a su vez, se complementaba con el Plan de Igualdad de Oportunidades; y, en palabras 
de Chávez (2016) esta política de estado enfatiza sobre la igualdad de género y el acceso que 
deben tener las víctimas de tentativa de feminicidio o violencia, a los recursos y 
oportunidades que debe brindar el Estado, en busca de su desarrollo; todo ello, como parte 
de un proceso de democracia. 
Lo cierto es que la agenda, abarca 04 objetivos específicos, dentro de ellos: la brecha de 
género, la discriminación en contra de la mujer, el ampliar los deberes y derechos de los 
hombres en el sector público, y de las mujeres en el sector privado, y el empoderamiento de 




Ahora, en lo siguiente se presenta el glosario de términos. 
A) Feminicidio 
Conducta concebida como el asesinato de una mujer por su condición de género, actualmente 
tipificada en el artículo 108 – B del Código Penal, en donde se establece una serie de 
presupuestos que configurarían la conducta típica, así como las agravantes de la misma. 
B) Medidas de protección 
Son dispuestas o resueltas por el representante del Ministerio Público o por un Juez. En los 
casos de violencia familiar, son otorgadas por un Juez de Familia, que debe evaluar la 
urgencia de la medida, la necesidad de la misma, y el peligro que podría conllevar en caso 
no se otorguen a tiempo. Estas medidas de protección son dispuestas a favor de las víctimas 
o agraviados que necesitan desarrollar su vida diaria, con normalidad y en condiciones 
mínimas de bienestar personal. 
C) Misoginia 
Este término debe ser entendido como la repulsión de un hombre hacia una mujer, como un 
odio desmedido hacia las mujeres por su condición de tal. 
D) Política Criminal 
Es la respuesta que otorga el Estado, frente a problemas que afectan grandemente bienes 
jurídicos sociales y fines primordiales del gobierno. Una política criminal puede tener desde 
un enfoque social, hasta un enfoque cultural. 
E) Políticas públicas 
Medidas que despliega el gobierno de un Estado a fin de contrarrestar un determinado 
problema social de trascendencia ya sea jurídica, económica, cultural o social. Es decir, son 
acciones que tienen un propósito definido, debe ser planificadas y organizadas, para dar una 
respuesta eficaz a las demandas que presenta la sociedad en un tiempo determinado. 
F) Test de ponderación 
El test de ponderación o también llamado test de proporcionalidad, se presenta dentro de un 
Estado Constitucional y Social de Derecho, como el nuestro. Es en ese sentido, que el 
Tribunal Constitucional ha desarrollado en diversas sentencias, los 03 presupuestos 
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definidos que lo componen. Así, se tiene a la necesidad, la idoneidad de la medida y la 
proporcionalidad en sentido estricto. Actualmente, este test se presenta hasta en la propia 
Prisión Preventiva, como último presupuesto establecido en la Casación 626 – Moquegua, 
pero sobre todo se emplea cuando dos o más derechos se encuentran en colisión. 
G) Violencia de género 
Como su mismo nombre lo indica, este término hace referencia a los actos de violencia 
ejercidos en contra de un género o identidad en específico, bien sea femenino o masculino, 
es decir, son las agresiones físicas, verbales o psicológicas que se ejerce en contra de las 
personas por su sexo, identidad u orientación. 
A continuación, se formula el problema del presente trabajo de investigación. 
Frente a la realidad problemática de este trabajo investigativo, cabría plantearse la siguiente 
problemática: 
¿Cuáles serán los factores criminológicos del delito de feminicidio, contenidos en la base de 
datos del Ministerio Público 2016-2017, que repercutan en una adecuada implementación 
de políticas públicas? 
La justificación del estudio, se presenta de la siguiente forma: 
Las razones que impulsan el presente trabajo de investigación, son de carácter colectivo, 
académico y legal, toda vez que se abordará un tema de interés de carácter social que en los 
últimos años ha tomado mayor trascendencia. A diario, decenas de mujeres son violentadas 
física y psicológicamente, sin embargo, muchas de esas agresiones tienen como desenlace 
el feminicidio de las mismas. En ese sentido, la presente investigación se realiza porque 
surge la necesidad de analizar en el departamento de Lambayeque, las causas o indicadores 
que dan origen a los feminicidios de la región de los últimos años.  
De este modo, el aporte que se persigue es el de proponer una adecuada implementación de 
políticas públicas eficientes que coadyuven a una correcta prevención del delito de 
feminicidio, previsto en el artículo 108-B del Código Penal.  
En ese sentido, la investigación beneficiará a todas aquellas mujeres víctimas de violencia 
de género, y a los operadores del Derecho para un proceso más célere y eficaz. 
La hipótesis del trabajo de investigación materia de desarrollo, es la siguiente: 
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Los factores criminológicos del delito de feminicidio que repercutan en una adecuada 
implementación de políticas públicas, son: factores sociales, psicológicos y económicos. 
Respeto a los objetivos, el objetivo general de la tesis se plantea de la siguiente forma: 
Diagnosticar los factores criminológicos del delito de feminicidio en la región Lambayeque, 
que repercutan en una adecuada implementación de políticas públicas. 
Los objetivos específicos, se detallan a continuación. 
A) Analizar la base de datos del Ministerio Público de Lambayeque en los años 2016-
2017, respecto a los indicadores más recurrentes en el delito de feminicidio. 
B) Comparar las políticas públicas adoptadas por otros países del mundo, respecto a la 
prevención del feminicidio. 





2.1. Tipo y Diseño de Investigación 
El presente trabajo de investigación tiene un diseño u enfoque cuantitativo, toda vez 
que se busca probar una hipótesis sobre la que versa el trabajo investigativo, 
asimismo las variables serán medidas en un contexto determinado a través de 
determinados métodos estadísticos, que permitirán llegar a conclusiones acertadas. 
El trabajo de investigación que se desarrolla es de tipo experimental, por cuanto se 
manipulará intencionalmente una variable independiente, para analizar las 
consecuencias de esta manipulación sobre la variable dependiente. Asimismo, es 
experimental porque el objetivo de la presente investigación está orientado a explicar 
la incidencia y manifestación de las variables para luego proponer una alternativa de 
solución al problema materia de investigación. 
El nivel de Investigación de acuerdo a los objetivos formulados, tiene un alcance 
explicativo, por cuanto se pretende explicar las causas de un fenómeno social, a fin 



























“Los factores sociales tienen que ver con 
la familia y las costumbres sociales, como 
el machismo y patrones sociales de 
patriarcado que impera en la sociedad” 
(Bendezú, 2018, p. 50). 
 
 
“Los factores psicológicos refieren a los 
factores internos del agresor que lo 
conllevan a cometer un asesinato, 
pudiendo ser los celos, patología de su 
personalidad o trastornos emocionales” 
(Bendezú, 2018, p. 50). 
 
“Los factores económicos se refieren a la 
relación de dependencia que tiene la 
víctima con su agresor, , situación que las 
mantiene al lado de su agresor, pese a los 
maltratos constantes a los que están 
sometidas” (Bendezú, 2018, p. 51). 
En este tipo de factores se hace 
referencia al entorno de la 
víctima que influye en que ésta 
no pueda prevenir a tiempo su 
asesinato; o, en el caso del 
victimario, los celos y el 
machismo de éste. 
 
Se hace referencia a los factores 
internos del agresor, o la simple 
intención de causar daño a su 
víctima, puede ser una 
amenaza, celos o ansiedad del 
agresor. 
 
Estos factores tienen que ver 
con la relación de dependencia 
y la estabilidad económica que 
existe dentro de la relación con 
vivencial esto es, entre víctima 
y agresor. 




















































































“Naturaleza interna que 
propicia en el 
delincuente el hecho 
delictivo, esto es, el 
móvil que lleva al 
delincuente a la 
comisión del delito” 





“La formación y 
concreción de políticas 
públicas es competencia 
exclusiva del gobierno y 
su ejecución es 
únicamente su 
responsabilidad. Es el 
resultado de una acción 
colectiva que se 
desarrolla en lo público 
y de una serie de 
transacciones políticas” 
(Torres y Satander, 
2013, p. 55). 
Los factores 
criminológicos de un 
delito, permiten realizar 
un análisis criminológico 
jurídico de las causas, 
principales agentes 
causantes, e indicadores 




Medidas adoptadas por el 
Estado para prevenir y 
combatir determinados 
problemas sociales. Por lo 
general, las políticas 
públicas surgen de la 
realidad empírica que 
vive la sociedad, en donde 
el Estado Peruano, debe 
adoptar una serie de 
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2.3. Población, muestra y muestreo 
La población de estudio seleccionada para poder diagnosticar los factores criminológicos del 
delito de feminicidio se llevará a cabo en la región de Lambayeque, la misma que estará 
conformada por 6 jueces penales colegiados de Lambayeque, ubicada en la Avenida José 
Leonardo Ortiz Nª 155, 74 Fiscales Penales del Distrito Judicial de Lambayeque sito en calle 
Manuel María Izaga Nª 115. Del mismo modo, 8550 abogados, 15 médicos legistas de la 
División Médico Legal de Chiclayo, ubicado en calle Tarata Nª 14001, jurisprudencia, y una 
Base de Datos del Ministerio Público que contiene los protocolos de necropsia de los años 
2014-2018. 
En el presente trabajo investigativo se llevará acabo el muestro no probabilístico selectivo 
por conveniencia, conforme a la naturaleza de la presente investigación, toda vez que el 
Derecho se configura como una ciencia social. Aunado a ello, supone un procedimiento de 
selección informal ya que la muestra estará dirigida a conveniencia. 
La muestra de expertos para el desarrollo de tesis estará conformada por (79) expertos 
jurídicos, siendo ellos:  
A) 3 jueces penales colegiados de Chiclayo. 
B) 15 fiscales penales del Ministerio Público. 
C) 50 abogados penalistas 
D) 01 médico legista. 
E) Protocolos de necropsia de los años 2014-2017. 
2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad 
En el presente trabajo investigativo se empleará la técnica de gabinete, que comprende la 
técnica del fichaje, dentro de la cual se tiene la ficha textual, bibliográfica, de comentario, 
resumen, que faciliten obtener una correcta información y a su vez, que enriquezcan las 
teorías relacionadas al tema de la investigación. 
Por su parte, las fuentes que sirven de apoyo al trabajo, serán de tipo hemerográficas y 
bibliográficas, asimismo se trabajará con artículos y libros digitales que se obtienen a través 
de internet. 
Asimismo, se emplea la técnica de campo que abarca la técnica de encuesta, toda vez que 
emplea una serie de procedimiento estándares de investigación, que permiten recoger y 
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analizar todos los datos de una muestra representativa con la finalidad de diagnosticar los 
factores criminológicos del delito de feminicidio para una adecuada implementación de 
políticas públicas. El instrumento utilizado es un cuestionario cerrado, ya que ayuda a 
conseguir la información que se necesita, si la investigación tiene como propósito conocer 
la magnitud de un fenómeno social o el por qué ocurre, sobre todo si es necesario saber la 
opinión de la sociedad. 
Aunado a ello, se trabaja con la técnica de guía de entrevista, por cuanto se entrevista a una 
persona calificada en medicina legal, quien aporta una información relevante sobre los 
factores criminológicos del delito de feminicidio. 
La presentación de los resultados se hará por medio de cuadros estadísticos y gráficos en 
barra trabajados en Excel. 
2.5. Procedimiento 
Para poder recabar la información del presente trabajo investigativo, se aplicó los 
instrumentos de encuesta y guía de entrevista, en donde se tuvo que visitar juzgados y 
fiscalías penales, así como estudios jurídicos de abogados penalistas, a fin de aplicar el 
cuestionario respectivo. Asimismo, se realizó una entrevista el perito médico legista Dr. 
Jesús Montenegro Serquén, por su vasta experiencia y por ser quien aportó la base de datos 
que se analiza en la presente investigación.  
2.6. Método de análisis de datos 
Al tratarse de una investigación con un enfoque cuantitativo, es notorio que desarrolló un 
método analítico – deductivo, por cuanto se busca que la hipótesis planteada sirva para dar 
respuesta al problema planteado, así como analizar en la base de datos y resultados de 
encuesta y entrevista, cada uno de los factores criminológicos del delito de feminicidio. 
2.7. Aspectos éticos 
La investigación se realiza teniendo como fundamento los principios de veracidad, 
transparencia y honestidad, toda vez que la información que contiene es auténtica, y respeta 
los lineamientos de las normas que establece la Universidad César Vallejo. Asimismo, se 
trabaja respetando la confidencialidad de las respuestas los encuestados. En ese sentido, la 





3.1. Tabla 1 
Porcentaje de encuestados a jueces, fiscales y abogados 
  Cantidad Porcentaje 
JUECES 3 4% 
FISCALES 15 22% 
ABOGADOS 50 74% 
TOTAL 68 100% 










Figura 1. Porcentaje según el nivel de jueces, fiscales y abogados. 
 
De acuerdo a los datos mostrados en la tabla y figura 1 se evidencia que, del total de 
encuestados, el 4% (3) estuvo conformado por jueces penales, el 22% (15) por fiscales 
penales y el 74% (50) por abogados penalistas de la Región Lambayeque, quienes 
respondieron sobre los factores criminológicos del delito de feminicidio que repercutan en 











3.2. Tabla 2 
¿Conoce usted acerca de los factores criminológicos del delito de feminicidio? 
  JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL % 
SI 2 15 38 55 81% 
NO 1 0 12 13 19% 
TOTAL 3 15 50 68 100% 
  4% 22% 74% 100%   
Fuente: Cuestionario aplicado a jueces, fiscales y abogados - investigación propia 
 
Fuente: Investigación propia 
 
Según los datos presentados en la tabla y figura 5, se tiene que, del total de encuestados, el 
81% (integrado por 2 jueces, 15 fiscales, y 38 abogados) afirma que si conoce sobre los 
factores criminológicos del feminicidio; mientras que un 19% de encuestados desconoce 
sobre los factores criminógenos de este delito. Como es de verse, la totalidad de fiscales 
conocen sobre este tema, en atención a que son ellos los que llevan adelante la investigación 




JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL %
SI 2 15 38 55 81%


















3.3. Tabla 3 
¿Considera usted que los factores sociales influyen en el asesinato de las mujeres? 
  JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL % 
SI 3 15 49 67 99% 
NO 0 0 1 1 1% 
TOTAL 3 15 50 68 100% 
  4% 22% 74% 100%   
Fuente: Cuestionario aplicado a jueces, fiscales y abogados - investigación propia 
 
Fuente: Investigación propia 
 
De los resultados que se muestran en la tabla y figura 3, se evidencia que casi en su totalidad, 
un 99% de encuestados (3 jueces, 15 fiscales y 49 abogados) consideran que los factores 
sociales si influyen en el asesinato de mujeres. En ese sentido, el total de jueces y fiscales 
concuerdan en que los factores sociológicos tienen una incidencia directa en el feminicidio; 




JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL %
SI 3 15 49 67 99%


















3.4. Tabla 4 
¿Considera usted que los factores psicológicos influyen en el asesinato de mujeres? 
  JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL % 
SI 3 14 45 62 91% 
NO 0 1 5 6 9% 
TOTAL 3 15 50 68 100% 
  4% 22% 74% 100%   
Fuente: Cuestionario aplicado a jueces, fiscales y abogados - investigación propia 
 
Fuente: Investigación propia 
 
De acuerdo a la tabla y figura 3, se muestra que, del total de encuestados, el 91% (3 jueces, 
14 fiscales y 45 abogados), considera que los factores psicológicos influyen en el asesinato 
de mujeres. Al igual que el resultado anterior, existe un porcentaje mayoritario que 





JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL %
SI 3 14 45 62 91%



















3.5. Tabla 5 
¿Considera usted que los factores económicos influyen en el asesinato de mujeres? 
  JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL % 
SI 2 15 43 60 88% 
NO 1 0 7 8 12% 
TOTAL 3 15 50 68 100% 
  4% 22% 74% 100%   
Fuente: Cuestionario aplicado a jueces, fiscales y abogados - investigación propia 
 
Fuente: Investigación propia 
 
De los datos mostrados en la tabla y figura 5, se da muestra que, que un 88% de encuestados, 
2 de ellos jueces, 15 fiscales y 43 abogados, concuerdan en que los factores económicos 
tienen influencia en el asesinato de mujeres. Como es de verse, el total de fiscales 
encuestados tiene una opinión similar sobre este extremo, toda vez que, cuando llevan a cabo 
una investigación fiscal sobre el delito de feminicidio, encuentran – en un porcentaje 
mayoritario -, que la víctima dependía económicamente de su victimario (que, en la mayoría 
de los casos, es su pareja o conviviente).  
 
JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL %
SI 2 15 43 60 88%



















3.6. Tabla 6 
¿Conoce usted acerca de la existencia de una base de datos en el Ministerio Público que 
contenga los indicadores más recurrentes en el asesinato de mujeres? 
  JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL % 
SI 1 13 26 40 59% 
NO 2 2 24 28 41% 
TOTAL 3 15 50 68 100% 
  4% 22% 74% 100%   
Fuente: Cuestionario aplicado a jueces, fiscales y abogados - investigación propia 
 
Fuente: Investigación propia 
 
Como es de verse de los resultados de la tabla y figura 6, del total de encuestados, se tiene 
que un 59% si tienen conocimiento sobre la existencia de una Base de Datos que contenga 
los indicadores más recurrentes en la muerte de mujeres; sin embargo, un 41% desconoce 
sobre ello. En ese sentido, se desprende que un gran porcentaje de encuestados desconoce 
acerca de esta base de datos con la que cuenta el Ministerio Público, para ser más específicos, 
la División de Medicina Legal de Chiclayo. 
 
 
JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL %
SI 1 13 26 40 59%






















3.7. Tabla 7 
¿Cree usted que analizar los indicadores más recurrentes que contiene dicha base de datos, 
coadyuve para una adecuada propuesta de implementación de políticas públicas? 
  JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL % 
SI 2 13 31 46 68% 
NO 1 2 19 22 32% 
TOTAL 3 15 50 68 100% 
  4% 22% 74% 100%   
Fuente: Cuestionario aplicado a jueces, fiscales y abogados - investigación propia 
 
Fuente: Investigación propia 
 
Según la tabla y la figura 7, se puede evidenciar que, existe un porcentaje mayoritario (68%) 
que consideran que el análisis de los indicadores que contiene la base de datos, permita 
elaborar una propuesta adecuada de políticas públicas sobre este fenómeno social. Este 
porcentaje mayoritario se debe a que, analizar indicadores básicos como la edad, el lugar de 
procedencia o la ocupación de la víctima, resulta trascendente para estudiar el feminicidio 
desde la criminología. 
 
 
JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL %
SI 2 13 31 46 68%























3.8. Tabla 8 
¿Considera usted que otros países del mundo, cuentan con adecuadas políticas públicas que 
les ha permitido disminuir las tasas de feminicidio? 
  JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL % 
SI 2 14 34 50 74% 
NO 1 1 16 18 26% 
TOTAL 3 15 50 68 100% 
  4% 22% 74% 100%   
Fuente: Cuestionario aplicado a jueces, fiscales y abogados - investigación propia 
 
Fuente: Investigación propia 
 
De acuerdo a los datos mostrados en la tabla y figura 8 se puede colegir que, en un porcentaje 
mayoritario (74%), los encuestados consideran que otros países del mundo si cuentan con 
adecuadas políticas públicas, tales como España. Canadá, Ecuador, Chile; ello en atención a 




JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL %
SI 2 14 34 50 74%


















3.9. Tabla 9 
¿Cree usted que actualmente el Perú cuenta con adecuadas políticas públicas de prevención 
del feminicidio? 
  JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL % 
SI 1 3 20 24 35% 
NO 2 12 30 44 65% 
TOTAL 3 15 50 68 100% 
  4% 22% 74% 100%   
Fuente: Cuestionario aplicado a jueces, fiscales y abogados - investigación propia 
 
Fuente: Investigación propia 
Por último, tal y como se observa de la tabla y figura 9, se evidencia que un 65% de 
encuestados concuerda en que el Perú no cuenta con políticas públicas de prevención del 
feminicidio; ello en razón a los altos índices de tasas mortuorias de mujeres víctimas de este 
problema social. Pese a ello, una situación que otorga notoriedad, es que el 35% de 
encuestados, consideran que nuestro país si cuenta con adecuadas políticas de prevención; 
probablemente se deba a que, como se ha mencionado en el presente trabajo de investigación, 
el Perú viene realizando un esfuerzo ingente en contrarrestar este mal social, desplegando 
una serie de políticas públicas, pero hasta la fecha, no se evidencian resultados eficaces.  
JUEZ FISCAL ABOGADO TOTAL %
SI 1 3 20 24 35%

























Para el cumplimiento del objetivo general se obtuvo como resultados en términos 
porcentuales de la tabla y figura Nº 03, 04 y 05, que del total de los encuestados (jueces, 
fiscales y abogados), un 99% sostienen que los factores sociales influyen en el asesinato de 
las mujeres, mientras que un 91% consideran que los factores psicológicos tienen incidencia 
en la muerte de mujeres; por último, un 88% afirman que los factores económicos 
contribuyen en el asesinato de las féminas. En ese sentido, se evidencia que tanto 
magistrados como abogados arguyen que los factores sociales, económicos y psicológicos 
repercuten directamente en el delito de feminicidio. 
Este contexto detallado se manifiesta en lo establecido por Bendezú (2018), citado en el 
marco teórico, cuando sostiene que los factores que tienen incidencia directa en el 
feminicidio, son sociales, psicológicos y económicos. Para la autora, los primeros hacen 
referencia al machismo y los patrones sociales de patriarcado. Respecto a los factores 
psicológicos, se hace referencia a los factores internos del agresor que lo conllevan a cometer 
un asesinato, pudiendo ser los celos, patología de su personalidad o trastornos emocionales. 
Finalmente, respecto a los factores económicos, estos tienen que ver con la relación de 
dependencia que tiene la víctima con su agresor, toda vez que, en la mayoría de los casos, 
las mujeres no deciden separarse porque dependen económicamente de su pareja, situación 
que las mantiene al lado de su agresor, pese a los maltratos constantes a los que están 
sometidas. 
Encontrándose a esta altura de la discusión resulta oportuno contrastar lo manifestado por 
Quispe, Curro, Córdova, Pastor, Puza, Oyola (2018), citado en el marco teórico, cuando 
manifiestan que existen factores o variable básicas que aumentan el riesgo de que la mujer 
sea sometida a agresiones por parte de su pareja; verbigracia, los problemas económicos, la 
cantidad de hijos, los hijos de relaciones anteriores, el lugar de procedencia, la diferencia de 
edades, el grado de instrucción de ambos, la ocupación actual. Además de ello, los 
antecedentes tanto de la víctima como del agresor, son importantes, por cuanto la violencia 
se incrementará si el agresor tiene antecedentes o denuncias previas, o si la víctima ha pasado 
anteriormente por escenarios similares. 
Por ende, como se mencionó al inicio de este apartado, los resultados se corroboran de 
acuerdo a lo señalado por las investigaciones antes mencionadas. 
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El cumplimiento del primer objetivo específico tuvo como finalidad analizar la Base de 
Datos del Ministerio Público que abarca los años 2014 – 2017, respecto a los indicadores o 
variables básicas tales como la edad, estado civil, lugar de procedencia, y ocupación de la 
mujer víctima de feminicidio. 
De acuerdo a ello, se tiene como resultados en términos porcentuales, de la tabla y figura Nª 
06 y 07, que un 59%, si conocía sobre la existencia de una Base de Datos del Ministerio 
Público; sin embargo, un resultado que otorga notoriedad es que el 41% (28) de encuestados, 
desconocían la existencia de la misma, ello en atención de que a la fecha no existe una 
publicación de conocimiento general, sobre estos datos contenidos en la Base de Datos. 
Aunado a ello, el 68% (46) consideró que el analizar estos indicadores coadyuvaría para la 
prevención de este delito. 
Lo cierto es que, tal como se había manifestado en el marco conceptual de la presente 
investigación, existen factores básicos presentes en las víctimas que deben ser analizados 
profundamente, como la edad, sexo, ocupación y procedencia de la víctima. 
Ello es así porque, analizando la edad, se pudo diagnosticar cuál es la edad promedio en la 
que se produce con mayor frecuencia, un asesinato misógino hacia la mujer. Además, la 
ocupación de la víctima, ayudó a identificar, si tuvo una profesión, ocupación o se dedicaba 
a ser ama de casa, toda vez que este último indicador puede ser causa de que el agresor se 
aproveche de la condición de su pareja, para darle muerte. Así, también, respecto a la 
procedencia, se analizó el lugar del que proviene la víctima, si fue de una zona rural o zona 
urbana, ello con el fin diagnosticar, el grado de incidencia y frecuencia de este aspecto, en 
los feminicidios. 
Ello se condice con los resultados obtenidos en la Base de Datos del Ministerio Público 2014 
– 2017, toda vez que se advirtió, que la edad, estado civil, lugar de procedencia y grado de 
instrucción de la mujer fallecida se encuentran dentro de los factores sociales que producen 
el feminicidio. Así, se tiene en términos porcentuales, del total de víctimas, 15 de ellas 
oscilan entre 20 y 40 años, mientras que otras 09 mujeres tienen más de 40 años. En ese 
sentido, del análisis de los protocolos de necropsia de la presente investigación, las mujeres 
al momento de morir tenían una edad promedio entre los 20 y 40 años., siendo este rango de 
edad en donde las mujeres empiezan a afianzar sus relaciones personales y afectivas.  
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Ahora, respecto al estado civil de la víctima se evidencia que 19 mujeres fueron solteras, 
sólo 04 de ellas tenían la condición de casada; demostrándose así que, en un gran porcentaje 
la muerte de una mujer se produce dentro de una relación convivencial, y no matrimonial. 
Por otro lado, respecto al tercer indicador sobre el lugar de procedencia de la víctima, en un 
porcentaje mayoritario, las víctimas provienen de distritos de zonas alejadas o rurales, es 
decir, debido a las costumbres o crianza, son más propensas a sufrir actos de violencia que 
terminan en un feminicidio anunciado.  
Ello se apoya con lo manifestado por Machado y Marqués (2018), cuando enfatizan en que, 
las desigualdades que tienen las mujeres de una zona rural, respecto de una mujer que vive 
en zona urbana, restringe el ejercicio pleno de sus derechos. 
Asimismo, sobre el grado de instrucción de la víctima, 12 de ellas, eran iletradas o no tenían 
primaria ni secundaria completa, es decir, no tuvieron la oportunidad de continuar con sus 
estudios superiores. Si bien, el feminicidio no distingue grado de instrucción, cultura o raza, 
lo cierto es que la realidad de este indicador (de acuerdo a los protocolos de necropsia 
analizados) muestra que las mujeres - en un porcentaje mayoritario -, que viven en zonas 
alejadas tienen menos oportunidades de continuar con sus estudios, lo que conlleva a una 
falta de conocimiento, por ejemplo, de los derechos con los que cuenta cada una de ellas, y 
la protección que el Estado les brinda (en teoría), frente a hechos de violencia física o 
psicológica. 
Así también, de la Base de Datos, se desprende que la ocupación de la víctima representa el 
factor económico, por cuanto la relación de dependencia económica entre víctima y 
victimario, constituye un factor transcendente en el feminicidio, ya que la mujer no logra 
separarse de su agresor, por depender económicamente de él. De este modo, porcentualmente 
se advierte que 12 de las víctimas eran amas de casa, y sólo 5 de ellas se encontraban 
estudiando. Como es de verse, las mujeres no tenían trabajo u oficio conocido, dedicándose 
a las labores del hogar, lo que conllevaba a que dependan económicamente de sus parejas, 
siendo este factor el que las mantenía al lado de sus agresores, pese a los constantes 
maltratos.  
En contraposición a lo manifestado, Román, Abril y Cubillas (2009) señalaron que las 
mujeres con mayor ingreso económico son percibidas por sus parejas como de mayor 
autonomía, constituyendo un factor de riesgo que llevaba a los hombres a recurrir a la 
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violencia; sin embargo, del análisis de la base de datos, se evidenció que, por el contrario, 
las mujeres que no tenían ocupación ni oficio conocido fueron en mayor porcentaje, víctima 
de feminicidio. 
El logro del segundo objetivo específico tuvo como finalidad comparar las políticas públicas 
que han adoptado otros países del mundo, sobre la prevención y erradicación del feminicidio. 
En relación a este segundo objetivo, se tiene en términos porcentuales de la tabla y figura Nª 
08 que, del total de encuestados, el 74% (50) sostuvo que otros países del mundo si cuentan 
con una adecuada implementación de políticas públicas, siendo que, al ser preguntados por 
el nombre de estos países, dentro de los más recurrentes se encuentra España, Paraguay y 
Chile. 
Este contexto se encuentra detallado de acuerdo a lo manifestado por postula Garzón (2015), 
cuando sostuvo que, en España debido a la magnitud del problema del feminicidio, el Estado 
Español ha tenido diversos niveles de atención que han variado durante el tiempo, desde la 
agenda política hasta la agenda en los medios de comunicación, claro ejemplo de ello son 
las políticas como El Plan Municipal contra la Violencia Vers Les Dones y el Centro 
Municipal de acogida de urgencias. Como es de verse, estas políticas aún no son 
implementadas en nuestro país, resultando realmente necesario que una medida pública 
como el Centro Municipal Español, pueda ser implementado en el Perú, con el fin de atender 
por lo menos, por 15 días a una mujer víctima de violencia o tentativa de feminicidio, a 
efectos de ayudar a su restablecimiento y recuperación del proceso de violencia del que ha 
sido víctima.  
Ahora, respecto al país de Paraguay, Benítez (2018), citado en el marco teórico, señaló 
acertadamente que este país como parte de sus políticas públicas, elaboró programas sociales 
y planes nacionales específicos, así también se implementó mayor capacitación en Derechos 
Humanos en la administración públicas, se crearon comisarías especializadas de atención a 
la víctima y se instaló sistemas pilotos de hospitales públicos que atienden integralmente a 
las víctimas de violencia. A su vez, el Estado de Paraguay ha ratificado una serie de Tratados 
Internacionales en temas de violencia contra la mujer. En ese sentido, realizando un análisis 
comparativo, en el Perú, si bien ya existen comisarías de familia especializadas, el sistema 
piloto en los hospitales públicos que plantea Paraguay, que busca brindar atención integral 
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a la mujer violentada, resultaría utópico en nuestro país, analizando la realidad actual del 
sistema de salud del Perú. 
Por su parte, en el país chileno, tal y conforme lo manifestó Flores (2016), dentro de las 
políticas de Estado que ha desplegado el país de Chile, se encuentra las políticas de igualdad 
que ha cubierto diferentes períodos en los últimos años. desde 1991 hasta la fecha. 
Asimismo, otra política de gobierno que incorporó Chile, es la agenda de género que se 
implementó, y que, a su vez, se complementaba con el Plan de Igualdad de Oportunidades. 
Ello coincide con lo referido por Chávez (2016), cuando sostuvo que esta política de estado 
resalta la igualdad y el acceso igualitario de la mujer a las oportunidades del Estado en temas 
de desarrollo. 
De acuerdo a lo señalado en el párrafo anterior, se advierte que - en un análisis de Derecho 
Comparado -, Perú actualmente cuenta con programas de igualdad de género e inclusión. 
Ahora, respecto a un Plan de Igualdad de Oportunidades, la autora considera oportuno que 
se pueda implementar una medida legislativa como esta, sin que se llegue al extremo de una 
discriminación de género, es decir, los hombres también deben tener las mismas 
oportunidades de acceder a un beneficio, recurso o puesto de trabajo que brinde el Estado.  
Ahora, respecto al último objetivo específico se tuvo finalidad elaborar la propuesta de una 
política pública de prevención del delito de feminicidio. 
De acuerdo a ello, se tiene en términos porcentuales que, un 65% de los encuestados (jueces, 
fiscales y abogados), manifestaron que, en la actualidad, el Perú no cuenta con adecuadas 
políticas públicas para la prevención del feminicidio. En esa línea, argumentaron que el 
Estado Peruano debe expulsar del ordenamiento jurídico el delito de violencia familiar9, y 
que este sea visto bien por un Juzgado de Paz Letrado, o por un Juzgado de Familia, con la 
adición de que se tenga un acompañamiento psicológico especializado, que permita realizar 
un seguimiento y terapia tanto a víctima como agresor, en casos de violencia familiar. 
Lo mencionado precedentemente encuentra respaldo con lo manifestado en su momento por 
Teixeira, Carvalho e Iossi (2008), al afirmar que un problema de intrafamiliar que llega a 
conocimiento de una entidad judicial, se transforma en un proceso, y destruye la relación 
familiar que existía antes del episodio de violencia; siendo necesario que este tipo de 
                                                 
9 Como delito previo a un feminicidio anunciado. 
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problemas, no se ventile en un juzgado o fiscalía, sino por el contrario, tenga intervención 
un especialista de la salud. 
Sumado a ello, se sostuvo que Perú necesita que se implemente casas refugio que pueda 
albergar a una mujer víctima de violencia; situación que se encuentra respaldada por 
Aranguri (2018), cuando señaló la necesidad de crear casas de refugio, que pueda albergar a 
todas las mujeres víctimas de violencia, así como a sus hijos o personas que dependan de 
ellas. 
Asimismo, la población encuestada manifestó que se debe crear un sistema de seguimiento 
a los casos de violencia o tentativa de feminicidio; ello encuentra apoyo con lo manifestado 
en su momento por MInchán (2018), citado en el marco teórico, al señalar que se debe un 
sistema que pueda supervisar a las mujeres violentadas física o psicológicamente. 
A su vez, de los resultados obtenidos, la población expresó que la educación es un factor 
indispensable que debe ser mejorado en materia de violencia de género, por parte del Estado. 
Realidad que se encuentra detallada con lo postulado por Chávez (2018), cuando argumentó 
que el problema social del feminicidio se puede combatir desde la política criminal con 
campañas de sensibilización sobre todo en los colegios o instituciones; la educación es básica 
para hacerle frente a este mal social, toda vez que en la actualidad los centros educativos se 
centran en llenar de conocimientos a los alumnos, dejando de lado la enseñanza en igualdad 
de derechos y los grandes efectos negativos que genera hoy en día, la violencia de género. 
Que, en el desarrollo de la investigación, se han presentado algunas limitaciones tales como 
encontrar bibliografía en derecho comparado respecto a las políticas públicas de feminicidio 
en otros países del mundo, así como encontrar artículos de revistas en otro idioma. Aunado 
a ello, otra limitación encontrada es referente a que en la Base de Datos del Ministerio 
Público no se contó con la información de los protocolos de necropsia del año 2018. 
Finalmente, un aspecto transcendente manifestado en un porcentaje mayoritario es referente 
a la capacitación que deben recibir los profesionales que tienen el primer contacto con la 
mujer que acude a denunciar, siendo estos, efectivos policiales, fiscales médicos legistas y 
psicólogos. Esta propuesta se encuentra respaldada con lo destacado por Aranguri (2018), al 
resaltar la capacitación sobre tratamiento a las mujeres víctimas de violencia, que deben 
recibir tanto efectivos policiales que realizan las intervenciones policiales o asientan la 
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denuncia por violencia, como los psicólogos del Centro de Emergencia Mujer y Médicos 
Legistas, ello en razón de que son ellos quienes atienden en primera instancia a las víctimas, 























1. Los factores criminológicos del delito de feminicidio en la región Lambayeque son 
factores sociales, psicológicos y económicos; respecto a los primeros, se refieren al 
machismo que aún impera en la sociedad, las creencias y costumbres de la víctima que 
depende del lugar del que proviene y la instrucción que tenga. Los factores psicológicos, 
hacen referencia a los factores internos del agresor que lo conllevan a cometer un asesinato, 
pudiendo ser los celos, patología de su personalidad o trastornos emocionales. Finalmente, 
los factores económicos tienen que ver con la relación de dependencia que tiene la víctima 
con su agresor. 
2. De acuerdo a la Base de Datos del Ministerio Público de Lambayeque en los años 2016 – 
2017, se evidenció de acuerdo a los protocolos de necropsia, que los indicadores más 
recurrentes del delito de feminicidio son la edad, el estado civil, grado de instrucción y 
ocupación de la víctima. En atención a estos indicadores, se determinó que la edad promedio 
de las mujeres víctimas de feminicidio es entre los 20 y 40 años. Así también que provenían 
de zonas rurales, sin estudios secundarios o superiores, asimismo, respecto a la ocupación, 
mayoritariamente no tuvieron profesión ni ocupación conocida, fueron amas de casa, lo que 
hace indicar que la falta de trabajo, el grado de instrucción y el lugar de procedencia 
constituye un factor de riesgo. 
3. En un análisis de derecho comparado, se advirtió que los países de España, Costa Rica, 
Chile y Paraguay, en los últimos años han adoptado políticas de Estado, que les ha permitido 
mantener las tasas de feminicidio en estándares socialmente aceptables. En ese sentido, se 
pudo evidenciar que en dichos países se viene realizando un trabajo multisectorial, que 
abarca a todos los poderes del Estado, llevando con éxito sus medidas legislativas. 
4. Finalmente, se concluye que es necesaria la implementación del Plan Nacional contra el 
Feminicidio y Violencia de Género 2022 – 2027, por cuanto surge la necesidad de plantear 
medidas de solución y prevención que permita a las instituciones del Estado poder 
desempeñar eficazmente sus funciones para que un caso de violencia familiar no termine en 






1. Se recomienda al Estado que las mujeres víctimas de violencia puedan recibir terapias 
psicológicas sobre los hechos materia de agresión; mientras que los agresores reciban 
tratamiento psiquiátrico, que permita determinar la tendencia de estos de cometer un delito 
a futuro como el feminicidio. Asimismo, el Estado debe invertir en un mejor sistema de 
educación, sobre todo en el nivel primario, en donde se debe enseñar a los niños a comunicar 
cualquier acto de violencia ejercido sobre ellos o sobre sus madres; ello con el fin de prevenir 
por un lado posibles feminicidios, y por el otro, un agresor futuro en el que se puede convertir 
el niño que presencia esta violencia a diario. 
2. Se recomienda a los demás distritos judiciales que puedan elaborar su propia base de datos, 
en donde realicen una compilación de todos los protocolos de necropsia, y seleccionar los 
de las víctimas de feminicido, a fin de determinar cuáles fueron los indicadores más 
recurrentes o variables básicas que caracterizó la muerte víctima, para futuras medidas que 
podrían plantear. 
3. Se recomienda que las universidades incentiven un mayor nivel de investigación 
criminológica sobre los diversos problemas sociales que aquejan actualmente a la sociedad, 
en donde se pueda estudiar a fondo las conductas y rasgos característicos del victimario y de 
la víctima. Además de ello, se necesita realizar un mayor análisis en derecho comparado, a 
fin de poder implementar medidas legislativas en el Perú, que en otros países si ha resultados 
eficaces. 
4. Se recomienda a los legisladores, implementar el Plan Nacional contra el Feminicidio y 
Violencia de Género 2022 – 2027, que permitirá mejorar el tratamiento y atención que se 
otorga tanto a víctima como a victimario. Lo cierto es que, este fenómeno social es un 
problema de sistema, que no se reducirá hasta que las instituciones del Estado empiecen a 
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EL PLAN NACIONAL CONTRA EL FEMINICIDIO Y LA VIOLENCIA DE 
GÉNERO 2022-2027 
 
II.1. MODELO CONCEPTUAL 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos (2009), en la Sentencia del caso Ríos vs. 
Venezuela, se ha pronunciado sobre la violencia de género, señalando que las agresiones en 
contra de las mujeres constituyen una transgresión manifiesta a la Convención Americana 
de Derechos Humanos (CADH) y la Convención de Belém do Pará, toda vez que se está 
ante acciones planificadas y dirigidas exclusivamente hacia las mujeres por su condición de 
tal, o en su defecto, cuando las afecten de forma desproporcionada. 
Lo cierto es que, se está ante un problema de sistema, que debe comprender a todos los 
poderes e instituciones del Estado, sólo así se podrá llevar este mal social a estándares 
socialmente tolerables. Esto se apoya con lo manifestado por San Segundo y Codina (2019) 
cuando manifiestan que: “(…) para erradicar la violencia de género esta ha de ser abordada 
de forma más integral. En este sentido, es imprescindible educar e investigar contra la 
violencia de género, siendo necesario articular muchas medidas, en el marco educativo, 
científico e investigador” (p. 42).  
La violencia contra la mujer, se evidencia desde el control que ejercen los hombres en la 
toma de decisiones que tengan que ver con el hogar y en las decisiones de las propias 
mujeres. Verbigracia, una sociedad machista considera que el hombre debe controlar la 
forma de vestir y el estilo de vida de una mujer, las salidas, el trabajo o las amistades; 
mostrando un panorama de dominación, toda vez que la mujer pierde el control de sus 
decisiones y acciones (Sánchez, 2013). 
El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (2014) enfatizó que el feminicidio es 
una de las manifestaciones más graves sobre la violencia ejercida en contra de la mujer, 
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dentro de un contexto familiar, acoso, abuso de poder, hostigamiento, o cualquier otro tipo 
de condición de poder que posee el victimario sobre su víctima, sin perjuicio de que exista 
o no una relación convivencial de por medio. 
II.2. VISIÓN Y MISIÓN 
La visión del presente Plan Nacional se elaboró de acuerdo a los datos obtenidos en el trabajo 
de investigación, que resultaron de la aplicación de encuestas y entrevista. 
- Visión: El Estado Peruano ha logrado disminuir los estereotipos de género, estableciendo 
políticas de igualdad e inclusión social, brindando protección a todos los peruanos, en 
especial a aquellos que merecen especial protección, como niños, madres o ancianos en 
estado de vulnerabilidad. En ese sentido, la visión del Estado Peruano es contar con una 
sociedad sin patrones sociales, garantizando por igual, todos los derechos de las personas. 
- Misión: El gobierno del Perú en los últimos años ha desplegado diversas políticas sobre el 
tema de violencia contra la mujer y feminicidio, por ello la misión de este Plan Nacional es 
mejorar la atención que se brinda en las entidades de justicia, que pueda garantizar un mejor 
acceso al servicio de justicia al que acceden las personas, en especial, las mujeres o 
integrantes del grupo familiar víctimas de violencia. 
 
II.3. OBJETIVOS ESTRATÉGICOS 
- Objetivo Estratégico 1: Promover el cambio de los estereotipos de género y patrones 
sociales que afectan grandemente a las mujeres en su desarrollo personal, familiar, 
profesional y cultural. 
- Objetivo Estratégico 2: Mejorar el acceso de las víctimas de violencia e intento de 
feminicidio, al servicio de administración de justicia, a fin de que puedan recibir una atención 
gratuita, oportuna y de calidad. Asimismo, garantizar la sanción y el tratamiento de 
reinserción a los agresores. 
 
II.4. MATRIZ DE PLANIFICACIÓN ESTRATÉGICA 
Indicadores de Impacto 
I – 1: Disminuir las cifras porcentuales de los feminicidios en el Perú 
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MATRIZ DEL PLAN ESTRATÉGICO CONTRA EL FEMINICIDIO Y LA 
VIOLENCIA DE GÉNERO 2022-2027 
 
Objetivo Estratégico 1: Promover el cambio de los estereotipos de género y patrones sociales 
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Objetivo Estratégico 2: Mejorar el acceso de las víctimas de violencia e intento de 
feminicidio, al servicio de administración de justicia, a fin de que puedan recibir una 
atención gratuita, oportuna y de calidad. Asimismo, garantizar la sanción y el 
tratamiento de reinserción a los agresores. 
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II.5. INSTANCIAS DE GESTIÓN 
La Ley Nº 30364 crea el Sistema Nacional para la prevención, sanción y erradicación de la 
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, con la finalidad de 
coordinar, planificar, organizar y ejecutar acciones articuladas, integradas y 
complementarias para la acción del Estado en la prevención, atención, protección y 
reparación de la víctima, la sanción y reeducación del agresor a efectos de lograr la 
erradicación de la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar (Plan 
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Factores criminológicos del delito de feminicidio en la región Lambayeque, que 
repercutan en una adecuada implementación de políticas públicas 
 
INDICADORES: Estimado colaborador(a) la presente encuesta tiene por finalidad 
recoger información actual sobre los factores criminológicos del delito de feminicidio 
en la región Lambayeque, que repercutan en una adecuada implementación de 
políticas públicas. Por ello tiene usted que marcar con (x) las alternativas de las 
preguntas dadas. Ninguna pregunta se queda sin resolver. 
 
Muchas gracias por su colaboración. 
 
I. ASPECTOS GENERALES 








II. CUESTIONARIO  
 
A continuación, encontrará un cuestionario sobre los factores criminológicos del 
delito de feminicidio en la región Lambayeque. Marque con una “X” la respuesta 
que usted considere conveniente: 
 
1. ¿Conoce usted sobre los factores criminológicos del delito de feminicidio? 
 
a) Si         b) No  
 










2. ¿Considera usted que los factores sociales influyen en el asesinato de las 
mujeres? 
 
a) Si         b) No  
 
3. ¿Considera usted que los factores psicológicos influyen en el asesinato de 
mujeres? 
 
a) Si         b) No  
 
4. ¿Considera usted que los factores económicos influyen en el asesinato de 
mujeres? 
 
a) Si         b) No  
5. ¿Conoce usted acerca de la existencia de una base de datos en el Ministerio 
Público que contenga los factores criminológicos del delito de Feminicidio? 
a) Si         b) No  
6. Si su respuesta anterior fue afirmativa ¿Cree usted que analizar los 
indicadores más recurrentes que contiene dicha base de datos, coadyuve 
para una adecuada propuesta de implementación de políticas públicas? 
 
a) Si         b) No  
 
7. ¿Considera usted que otros países del mundo, cuentan con adecuadas 
políticas públicas que les ha permitido disminuir las tasas de feminicidio? 
 
a) Si         b) No  
 
Si su respuesta es afirmativa, mencione los nombres de los países que 




8. ¿Cree usted que actualmente el Perú cuenta con adecuadas políticas 
públicas de prevención del feminicidio? 
 




Si su respuesta es negativa, menciones posibles propuestas de políticas 




























CONFIABILIDAD DEL INSTRUMENTO 
OBJETIVO 
Determinar la fiabilidad mediante la escala de KUDER – RICHARDSON (KR-20) de los 
factores criminológicos del delito de feminicidio en la Región Lambayeque, que repercutan 
en una adecuada implementación de políticas públicas. 
POBLACIÓN 
La población estuvo conformada por Jueces Penales, Fiscales Penales y Abogados penalistas 
de la Región Lambayeque. 
MUESTRA PILOTO 
Se seleccionaron 68 profesionales, entre jueces, fiscales y abogados especialistas en materia 




















Fórmula Kuder – Richarson 
 
 
KUDER - RICHARDSON Encuestados 
0, 788 68 
Fuente: Investigación Propia 
 
Descripción 
Según el estadístico de fiabilidad Kuder – Richardson (KR-20), nos muestra un valor de 
0.812, encontrándose en una escala “ALTA”, lo cual nos indica que este valor es aceptable 
y confiable en la medición de los ´`ítems del instrumento. 
Para la interpretación del coeficiente de KR – 20, se está tomando las siguientes escalas: 
0.01 a 0.20 = Muy baja 
0.21 a 0.40 = Baja 
0.41 a 0.600 = Moderada 
0.61 a 0.80 = Alta 
0.81 a 1.00 = Muy Alta 
ANÁLISIS ESTADÍSTICO 
  Cantidad Porcentaje 
JUECES 3 4% 
FISCALES 15 22% 
ABOGADOS 50 74% 
TOTAL 68 100% 












Figura 1. Porcentajes según el nivel de Jueces, Fiscales y abogados. 
Descripción: 
De acuerdo a los datos mostrados en la tabla y figura 1 se evidencia que, del total de 
encuestados, el 4% (3) estuvo conformado por jueces penales, el 22% (15) por fiscales 
penales y el 74% (50) por abogados penalistas de la Región Lambayeque, quienes 
respondieron sobre los factores criminológicos del delito de feminicidio que repercutan en 
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Dirigida a: _Jesús Montenegro Serquén__  
Fecha: ____21 de setiembre del 2019___ 
Lugar: _División Médico Legal de Chiclayo 
Hora: ________08:00 AM_____________ 
 
1. ¿Qué profesión ostenta usted? 
Soy perito médico legista. ______ ______________________________ 
 
2. ¿Cuántos años de experiencia tiene? 
Tengo 20 años de experiencia. _ ______ ________________________ 
 
3. ¿En qué consiste esta función? 
Mi función es realizar pericias médico legales, de lesiones, de delitos contra 
la libertad sexual, violencia familiar, necropsias, levantamientos de cadáver.  
 
4. ¿De dónde surgió la idea de compilar todos los protocolos de necropsia en 
una Base de Datos? 
Yo tenía esa idea desde hace mucho, porque nunca nadie ha tocado una 
base estadística sobre los cadáveres que ha evaluado, ni su causa de 
muerte, o factores esenciales de la víctima como el sexo, edad.  
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Por ello desde hace 12 años vengo compilando todos los protocolos de 
necropsia.  
 
5. Desde su experiencia ¿cuáles serían los factores criminológicos que 
provocan un feminicidio? 
 
Desde lo que yo he visto, hay factores como la emoción violenta, esto es, los 
celos del victimario, esa capacidad de no controlar las emociones. También 
he encontrado a personas que se drogan y han asesinado a sus parejas. El 
agente causante más recurrente en este asesinato es por arma blanca o por 
arma de fuego. 
 
6. ¿Qué importancia tiene el uso de una Base de Datos en el aspecto 
criminológico de un delito? 
 
Es bastante, porque en esa base de datos existe información bastante 
importante como la edad, lugar de procedencia, ocupación (factores socio – 
económicos). Es una base de datos muy exquisita y pienso que lo que se 
hace en la morgue, a nivel de todo el departamento de Lambayeque, permite 
tener porcentajes claros de las causas que provocan estos asesinatos.  
 
7. ¿Sabe usted si en otros países se trabaja con una Base de Datos y si ello 
ha servido para reducir las tasas de feminicidio? 
 
No tengo conocimiento al respecto.  
 
8. Desde su profesión ¿qué recomendaría al Estado Peruano para llevar el 
feminicidio a estándares socialmente aceptables? 
 
Como en todos los casos de violencia, el factor siempre es cultural, a 
nosotros nos falta cultura, nos falta tranquilidad, paz, nos falta sociabilizar 
más, tener más comunicación, porque la convivencia es muy violenta.  
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No sé porque las personas no buscan la tranquilidad, si es el sentido común 
lo que debe primar.  
 
La gente se queja de que no son evaluadas correctamente, y en realidad no 
se debe esperar a que el certificado tenga calificativo alto para poder 
proceder contra la violencia, porque una agresión verbal puede doler mas 
que una agresión física; una persona puede venir acá, y no tiene lesiones, 
entonces cuando ese certificado va a la comisaria o fiscalía, archivan el caso, 
y ¿dónde queda el estado anímico de esa persona?, ahí está fallando todo 
el sistema, porque las agresiones sean físicas o psicológicas, pueden ser 
leves para nosotros, pero para quien las sufre son graves. 
 
Hace años tuve un caso, una señora siempre llegaba a la división médico 
legal, y un día me dijo que ya estaba cansada porque siempre le poníamos 
1 por 5 de atención médica, y que si lo que queríamos era que llegara muerta 
a manos de su pareja. Al día siguiente, ingresó al área de necropsias; había 
sido asesinada por su pareja. Entonces, nosotros no debemos esperar que 
la persona venga muerta o con una lesión grave que la ponga la borde de la 
muerte o de una discapacidad para recién reaccionar. Yo he tratado de 
hablar con la presidencia de fiscales para hablar sobre este tema, de las 
agresiones de las mujeres, y que son calificadas muy bajas, pero hasta la 
fecha no hay resultados.  
 
Otro tema que debe mejorar, es la poca cantidad de médico legistas, a la 
fecha hay 17 médicos, 11 en clínica y 06 en morgue, estos últimos realizan 
las necropsias de todo el departamento de Lambayeque, mientras que los 
11 de clínica, realizamos las evaluaciones médico legales solo de Chiclayo; 
sin embargo, cuando los peritos de las otras divisiones (como Ferreñafe, 
Lambayeque, la Victoria, etc), terminan su turno, somos nosotros quienes 
hacemos las evaluaciones también de toda la región; y, en esos casos, no 
nos abastecemos para atender a todas las personas, por ello es que muchas 
veces, por el apuro, no pueden ser bien evaluadas. 
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Los peritos tenemos una tabla de valoración para las lesiones, pero eso es 
referencial, en mi caso, por ejemplo, solo la tomo como referencia, siempre 
utilizo mi criterio, yo respondo por ello, pero no me cuadriculo en ello, me 





TABLA DE VÌCTIMAS DE FEMINICIDIO SEGÚN FACTORES 
















Fuente: Base de Datos del Ministerio Público 2014-2017 
B) SEGÚN EL ESTADO CIVIL – LAMBAYEQUE 2014-2017 






NÚMERO DE VÍCTIMA Edad 
M1 20 AÑOS 
M2 55 AÑOS 
M3 42 AÑOS 
M4 26 AÑOS 
M5 63 AÑOS 
M6 23 AÑOS 
M7 73 AÑOS 
M8 27 AÑOS 
M9 30 AÑOS 
M10 35 AÑOS 
M11 47 AÑOS 
M12 24 AÑOS 
M13 21 AÑOS 
M14 35 AÑOS 
M15 37 AÑOS 
M16 35 AÑOS 
M17 93 AÑOS 
M18 33 AÑOS 
M19 54 AÑOS 
M20 25 AÑOS 
M21 47 AÑOS 
M22 21 AÑOS 
M23 50 AÑOS 























Fuente: Base de Datos del Ministerio Público 2014-2017 
 
C) SEGÚN EL LUGAR DE PROCEDENCIA – LAMBAYEQUE 2014-2017 
NÚMERO DE VÍCTIMA 









ARAMANGO - BAGUA 
GRANDE 









M9 no consigna 
M10 no consigna 
M11 NIEPOS - CAJAMARCA 
M12 JAEN 
M13 no consigna 




M15 NIEPOS - CAJAMARCA 
M16 LLAPA - CAJAMARCA 
M17 HUANCAYO 
M18 no consigna 
M19 FERREÑAFE 
M20 FERREÑAFE 




Fuente: Base de Datos del Ministerio Público 2014-2017 
 
D) SEGÚN EL GRADO DE INSTRUCCIÓN – LAMBAYEQUE 2014-2017 
NÚMERO DE VÍCTIMA 
GRADO DE 
INSTRUCCIÓN 
















M9 no consigna 




M12 no consigna 






























M24 no consigna 
Fuente: Base de Datos del Ministerio Público 2014-2017 
 
E)  LA OCUPACIÓN – LAMBAYEQUE 2014-2017 




M2 no consigna 
M3 AMA DE CASA 
M4 OBRERA 
M5 AMA DE CASA 
M6 AMA DE CASA 
M7 ENFERMERA 






M12 no consigna 
M13 AMA DE CASA 
M14 ESTUDIANTE 
M15 no consigna 




M18 AMA DE CASA 
M19 AMA DE CASA 
M20 ESTUDIANTE 
M21 no consigna 
M22 AMA DE CASA 
M23 AMA DE CASA 
M24 no consigna 





F) SEGÚN LA CAUSA DE MUERTE – LAMBAYEQUE 2014-2017 
NÚMERO DE 
VÍCTIMA CAUSA DE MUERTE 
M1 
PROYECTIL DE ARMA DE 
FUEGO. 
M2 AGENTE CONTUNDENTE DURO 
M3 
ELEMENTO CONTRICTOR EN 
EL CUELLO 
M4 PAF DE PROYECTIL ÚNICO 
M5 ARMA BLANCA 
M6 
OBJETO CONTUNDENTE CON 
BORDE Y PUNTA AFILADO 
M7 
ACCIÓN TRAUMATIZANTE DE 
TIPO CONTUNDENTE. 
M8 PROYECTIL DE ARMA DE FUEGO. 
M9 
HERIDA PERFORANTE: CABEZA, 
TÒRAX-ABDOMEN. 
M10 
MECANICO (PROYECTIL DE 
ARMA DE FUEGO 
M11 
PROYECTIL POR ARMA DE 
FUEGO 
M12 PAF DE PROYECTIL ÚNICO 
M13 LAZO CONSTRICTOR. 
M14 PROYECTIL DE ARMA DE FUEGO 
M15 Proyectiles de Arma de Fuego. 
M16 PROYECTIL DE ARAM DE FUEGO 
M17 AGENTE CONTUNDENTE DURO 
M18 AGENTE CONTUNDENTE DURO 
M19 AGENTE CONTUNDENTE DURO 
M20 
ARMA BLANCA DE MORFOLOGIA 
TIPICA 
M21 ARMA BLANCA 
M22 ARMA BLANCA 
M23 AGENTE CONTUNDENTE DURO 
M24 
DISPARO DE MULTIPROYECTIL 
DE ARMA DE FUEGO. 
Fuente: Base de Datos del Ministerio Público 2014-2017 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA PARA ELABORACIÓN 
DE PROYECTO DE TESIS 
NOMBRE DEL ESTUDIANTE: Rosmery Melissa Ferré Nerio 
FACULTAD/ESCUELA: Derecho 
PROBLEMA OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABLES   
TIPO DE 
INVESTIGACIÓN 







del delito de 
feminicidio, 
contenidos en la 


















Diagnosticar los factores 
criminológicos del delito de 
feminicidio en la región 
Lambayeque, que repercutan 
en una adecuada 




A) Analizar la base de datos del 
Ministerio Público de 
Lambayeque en los años 2016-
2017, respecto a los 
indicadores más recurrentes 
en el delito de feminicidio. 
B) Comparar las políticas 
públicas adoptadas por otros 
países del mundo, respecto a 
la prevención del feminicidio. 
C) Proponer una adecuada 
implementación de políticas 







































6 jueces penales, 74 Fiscales 
Penales. Del mismo modo, 8550 
abogados, 15 médicos legistas de 
la División Médico Legal de 
Chiclayo, jurisprudencia, 
expedientes penales que versen 
sobre el delito de feminicidio, y 





A) 3 jueces penales 
colegiados de Chiclayo. 
B) 15 fiscales penales del 
Ministerio Público. 
C) 50 abogados penalistas 
D) 01 médico legista. 
E) Protocolos de necropsia de los 
años 2014-2017. 
Encuesta 
Guía de 
Entrevista 
 
 
 
INSTRUMENTOS 
 
Cuestionario 
Entrevista 
Analítico 
Deductivo 
Anexo 1-E 
